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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Secretario General de la  Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 87ª y 89ª, ambas ordinarias, en 18 y 19 de enero del año en curso, respectivamente, y 88ª, especial, en 19 de enero del mismo año, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Orpis, en primer trámite constitucional, que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (boletín N° 7.254-07).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01).



--Quedan presentadas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos (boletín Nº 7.245-11) (Véase el documento en los Anexos).


--Pasa a la Comisión de Salud.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 768 del Código de Procedimiento Civil y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Con el primero responde la petición de información enviada en nombre del Senador señor Prokurica, respecto de la solicitud de pensión de gracia del señor Juan Carvajal Miranda.



Con el segundo y en relación con el acuerdo adoptado por esta Corporación a proposición de los Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Gómez, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar para que el citado Ministerio se hiciera parte en el proceso para esclarecer los hechos que terminaron con la vida del ex Ministro del Interior y de Defensa Nacional y ex Vicepresidente de la República don José Tohá González, informa que el Ministerio a su cargo ha presentado una querella criminal sobre el particular.



Con el último responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, referido a los planes y proyectos que, financiados con cargo al presupuesto del presente año de esa Secretaría de Estado, integran el denominado “Plan Araucanía”.



Del señor Ministro de Planificación, mediante el cual entrega información solicitada en nombre del Senador señor García, respecto de los planes y proyectos que integran el Plan Araucanía y que serán financiados con cargo al presupuesto en ejecución.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que, en atención a la solicitud enviada en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, remite información requerida por la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción de la Corporación para cuantificar la magnitud de la catástrofe en los ámbitos social, económico y de infraestructura en los municipios afectados por el terremoto del 27 de febrero de 2010.



Del Abogado Jefe de la Subdivisión Jurídica de la División de Toma de Razón y Registro de la Contraloría General de la República, con el que envía antecedentes relacionados con un oficio dirigido en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a la compatibilidad de las indemnizaciones por años de servicios y de retiro voluntario de los docentes.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que remite, atendiendo un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, copias digitalizadas de los estudios de riesgos realizados por la Universidad del Bío-Bío y por la Pontificia Universidad Católica de Chile.



Del señor Subsecretario de Minería, con el que, atendida la solicitud de información enviada en nombre del Senador señor García, especifica que no existen proyectos suscritos respecto del Plan Araucanía.



De la señora Directora de Presupuestos, con el que da respuesta al acuerdo adoptado por la Corporación en su sesión del 30 de noviembre de 2010, a proposición de los Senadores señores Horvath y Bianchi, para que Su Excelencia el Presidente de la República envíe a tramitación un proyecto de ley que establezca un plan de incentivos de retiro para todos los funcionarios del sector público que incluya los aspectos señalados en aquel.



Del señor Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, en que pide se explique una discordancia entre el número de becas de magíster y doctorado adjudicadas y lo anunciado por el señor Ministro de Educación en la Feria Expo Estudiantes Chile 2010.



Del señor Jefe de División de Educación General, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, en que se expone la preocupación del Vicepresidente del Consorcio Interamericano de Educación a Distancia, ante orientaciones emanadas del Ministerio de Educación en el sentido de que para el trabajo colaborativo son educadores idóneos quienes hayan cursado estudios de postítulo de carácter presencial, solicitándose la reconsideración de esa medida.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a los prestadores de servicios básicos domiciliarios de las Regiones Undécima y Duodécima.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de dicho artículo.



Moción de los Senadores señor Letelier, señora Rincón y señores Escalona y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que extiende el derecho a descanso de maternidad a toda trabajadora y prorroga su duración.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo prescrito en el N° 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, pido abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas hasta el lunes 7, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy viene una moción, de mi autoría, que exime del impuesto al valor agregado a los prestadores de servicios básicos domiciliarios de las Regiones Undécima y Duodécima, la cual efectivamente es inadmisible. De tal manera que pido solicitar al Ejecutivo el respectivo patrocinio, máxime cuando aborda una materia que actualmente analiza una mesa de trabajo en la Región de Magallanes, lo que constituiría un aporte a la labor que lleva adelante el propio Gobierno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay inconveniente, se enviará el oficio respectivo.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, con respecto a la declaración de inadmisibilidad decretada para la moción sobre posnatal que presentamos junto con los Senadores señora Rincón y señores Escalona y Muñoz Aburto, pido que sea consultada a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en base a los siguientes criterios.



La norma vigente del Código del Trabajo señala que toda persona que trabaje, sea para el Estado o para el sector privado, tiene derecho a subsidio por incapacidad laboral en razón de reposo maternal, sin distinguir el régimen contractual en que se encuentre.



La moción no incide en lo más mínimo en los dos artículos del Código del Trabajo que abordan la materia -si no me equivoco, el 194 y el 195, o por ahí- al comienzo de un título especial. Ahí se señala que todos los trabajadores con tales o cuales tipos de empleadores tienen el referido derecho. Y la moción -repito- no incide sobre lo que ya está establecido, sino que lo precisa. Es una cuestión de interpretación.



Quiero destacarlo, señor Presidente, porque al respecto hay un criterio que puede colisionar con otra norma legal, que no dice relación al Código del Trabajo, sino a un decreto supremo que establece elementos tales como cierta cantidad de cotizaciones. Y sobre ello no nos pronunciamos en la moción.



En atención a lo anterior, pido que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sea consultada antes de dar por correcta la declaración de inadmisibilidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Senador está en su derecho. 



La Mesa mantiene el criterio de inadmisibilidad, pero, por cierto, la Comisión de Constitución puede emitir una opinión. Así que le pediremos a su Presidenta que en algún momento dicho órgano entregue su parecer a la Sala.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- La Senadora señora Alvear ha solicitado tratar un proyecto en Fácil Despacho y se requiere acuerdo de la Sala para incorporarlo a la tabla de hoy porque ayer el punto no se alcanzó a estudiar en la reunión de Comités.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, hoy día en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia aprobamos por unanimidad una modificación a la Constitución relativa al control de armas y su fiscalización.



Ello es de gran importancia, especialmente después de la creación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, al cual fueron traspasados Carabineros e Investigaciones.



Actualmente, la Carta Fundamental establece que el control de armas corresponde al Ministerio de Defensa.



La reforma constitucional fue aprobada por unanimidad en el Senado y la Cámara de Diputados le introdujo una pequeña modificación, consistente en la sustitución de una palabra, que puedo explicar ahora si así se estima conveniente.



Insisto en que la Comisión aprobó hoy dicha enmienda en forma unánime y es la razón por la cual efectué la solicitud de tratar la iniciativa en esta sesión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso se podría hacer siempre y cuando existiera el quórum necesario, ya que se trata de una reforma constitucional que requiere de 21 votos para su aprobación.



¿Habría acuerdo para incorporar el proyecto en la tabla de hoy? Lo pondríamos en segundo lugar, a fin de alcanzar a repartir el texto, por si algún señor Senador lo requiere. 



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

TIPIFICACIÓN DE DELITOS DE TRÁFICO ILÍCITO DE 

MIGRANTES Y TRATA DE PERSONAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (3778-18) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos: sesión 17ª, en 6 de mayo de 2008.



Derechos Humanos (segundo): sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Discusión:



Sesiones 21ª, en 14 de mayo de 2008 (queda para segunda discusión); 24ª, en 4 de junio de 2008 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Esta iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 4 de junio de 2008. 



En los informes se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos cuarto, quinto y sexto. 



Tales disposiciones conservan el mismo texto con que fueron aprobadas en general y consisten en establecer nuevas atribuciones para la Policía de Investigaciones respecto del ingreso y salida de personas y en adecuar referencias legales en el decreto ley Nº 321, de 1925, y en la ley sobre indultos particulares. 



De conformidad con el artículo 124 del Reglamento del Senado, dichas normas deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. 



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad. 



Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía introdujo una sola enmienda, en el inciso segundo del artículo 33 bis, nuevo, del decreto ley Nº 1.094, de 1975, Ley de Extranjería, la que también fue acordada por unanimidad. 



Todas las modificaciones pueden ser consultadas en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios. 



Cabe recordar que las enmiendas, por ser unánimes, deben votarse sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. De ellas, las recaídas en los artículos 411 octies del Código Penal y 78 bis del Código Procesal Penal requieren para su aprobación el voto conforme de 18 señores Senadores. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto. 



Según entiendo, no hay indicaciones renovadas.



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, durante la relación del señor Secretario había mucha bulla en la Sala, por lo que, a pesar de hacer un esfuerzo, no alcancé a escuchar la primera parte, de manera que, como Presidenta de la Comisión de Constitución, me gustaría que al menos se repitieran los artículos aprobados por unanimidad y cuáles son los que veremos a continuación. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los artículos que correspondía dar por aprobados reglamentariamente -tal como lo hizo el señor Presidente- son el cuarto, el quinto y el sexto, que figuran al final del texto comparado.



Y las enmiendas que se deben votar son todas las propuestas por la Comisión de Constitución, además de la única que sugiere la Comisión de Derechos Humanos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tales enmiendas no han sido objeto de indicaciones renovadas, por lo que, en estricto rigor, debieran ser votadas sin debate.



Por lo tanto, vamos a proceder a su votación, pues, tal como me hace presente el señor Secretario, ello es necesario para los efectos del quórum. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente pondrá en votación las enmiendas propuestas en forma unánime por las Comisiones de Constitución y de Derechos Humanos, en particular las que recaen en los artículos 411 octies del Código Penal y 78 bis del Código Procesal Penal, que requieren para su aprobación, por ser normas orgánicas constitucionales, el voto conforme de 18 señores Senadores. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto (23 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Escalona, Espina, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pocas veces he visto -lo digo con el mayor respeto- una sesión más desordenada que esta.



No sé si el audio de los micrófonos de la Mesa está muy bajo, pero no se escuchó nada. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bajo, efectivamente. 

El señor ESPINA.- Pido que lo suban, señor Presidente. 



Tengo una duda. No entiendo qué votamos de lo que aprobó la Comisión de Derechos Humanos. 



Pregunté a la Presidenta de la Comisión de Constitución -supuse que a lo mejor yo no me encontraba suficientemente atento-, pero ella tampoco está clara en cuanto a lo que se votó. Lo mismo el Senador Patricio Walker. 



¿Efectuó un cambio la Comisión de Derechos Humanos?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, una modificación meramente formal. 

El señor ESPINA.- O sea, lo que se aprobó fue el informe de la Comisión de Constitución, más la modificación introducida por la Comisión de Derechos Humanos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Exactamente.

El señor ESPINA.- Perfecto.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE SUPERVIGILANCIA 

Y CONTROL DE ARMAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado hace unos minutos, corresponde ocuparse ahora del proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Carta Fundamental en materia de supervigilancia y control de armas. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (5373-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag).



En primer trámite, sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.



En tercer trámite, sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (nuevo): sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2010.



Discusión:



Sesiones 32ª, en 6 de julio de 2010 (vuelve a Comisión de Constitución); 70ª, en 30 de noviembre de 2010 (se aprueba en general y en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado originado en una moción de los Honorables señora Alvear y señores Pizarro y Sabag. 



En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados -tal como se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista- reemplazó la expresión “La misma” por “Una”, de manera que la primera oración del inciso segundo del artículo 103 de la Carta Fundamental diría: “Una ley determinará el Ministerio o los órganos de su dependencia que ejercerán la supervigilancia y el control de las armas”.



En consecuencia, la ley que deberá dictarse será de quórum simple. 



La Comisión de Constitución aprobó hoy la enmienda efectuada en la Cámara de Diputados por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker).



Tal modificación, para ser aprobada por la Sala, requiere el voto conforme de 21 señores Senadores. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la proposición de la Comisión. 



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer presente lo siguiente. 



Existe un boletín comparado elaborado por la Comisión de Constitución y me gustaría que por lo menos fuera repartido. ¡Esta es una reforma constitucional! Basta con sacar fotocopias suficientes para que cada Senador lo tenga a la mano. Yo no lo tengo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, entiendo lo que usted plantea, pero estamos discutiendo el proyecto precisamente a raíz de una solicitud formulada por la Comisión de Constitución. 

El señor ESPINA.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Y se trata de una modificación, según explicó acá tanto la Presidenta de dicho organismo como el señor Secretario, que no altera...

El señor ESPINA.- ¡No, no!

El señor PIZARRO (Presidente).- ...el fondo del asunto y que, por lo tanto, es posible discutirla en estos términos. 

El señor ESPINA.- Sí, se puede discutir en estos términos, pero yo creo que al menos los Senadores deben tener a la vista el texto propuesto, porque sí hay o puede haber un cambio. Y es importante saber qué vamos a votar. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear, mientras se sacan copias del texto comparado.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lo primero que quiero señalar a la Sala del Senado es que entró a regir una ley -la aprobamos recientemente- que creó el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. De acuerdo a sus disposiciones, Carabineros e Investigaciones pasan ahora a depender de dicha Cartera. Y como recordarán Sus Señorías, las mencionadas instituciones siguen dependiendo, conforme a nuestra Constitución actual, solo del Ministerio de Defensa Nacional. 



Por ende, resulta importante la presente reforma constitucional, dado que el inciso primero del actual artículo 103 de la Carta dice: “Ninguna persona, grupo u organización podrá poseer o tener armas u otros elementos similares que señale una ley aprobada con quórum calificado, sin autorización otorgada en conformidad a ésta”. 



Y el inciso segundo señala: “El Ministerio encargado de la Defensa Nacional o un organismo de su dependencia ejercerá la supervigilancia y control de las armas en la forma que determine la ley”.



Con la iniciativa que nos ocupa estamos proponiendo, señor Presidente, una modificación al inciso segundo del artículo 103 de la Constitución, porque el actual texto deja solo al Ministerio de Defensa Nacional a cargo de la mencionada tarea, toda vez que Carabineros e Investigaciones pasaron a depender de la Cartera del Interior y Seguridad Pública.



La propuesta aprobada por el Senado dice lo siguiente:...

La señora ALLENDE.- Por la Cámara, querrá decir.

La señora ALVEAR.- Fue aprobada por el Senado, pero la Cámara introdujo una pequeña modificación -la explicaré más adelante- que, a mi juicio, es menor. Esta consiste en una diferencia en cuanto al quórum.



El texto despachado por nuestra Corporación señalaba: “La misma ley determinará el Ministerio o los órganos de su dependencia que ejercerán la supervigilancia y el control de las armas. Asimismo, establecerá los órganos públicos encargados de fiscalizar el cumplimiento de las normas relativas a dicho control.”. Vale decir, la modificación al inciso segundo del artículo 103 apuntaba a que una ley determinara de qué Ministerio pasaría a depender la supervigilancia del control de armas.



Y quiero ejemplificarlo aquí.



Es natural que el control de armas en las poblaciones, cuando se realizan allanamientos, lo haga Carabineros. Forma parte de su labor. Sería absurdo que lo realizaran las Fuerzas Armadas, porque Sus Señorías comprenderán lo que significaría sacarlas a la calle para el combate a la delincuencia. Eso corresponde a Carabineros o Investigaciones.



En definitiva, ese tipo de control debiera depender del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.



Otra cosa es si se trata de bombas submarinas, caso en el cual dicha labor debiera ser efectuada por la Armada.



Eso es lo que determinará la ley.



¿Qué hizo la Cámara? 



A mi juicio en forma correcta, de acuerdo a lo que aprobamos hoy día por unanimidad en la Comisión de Constitución, sustituyó -se está repartiendo el comparado del proyecto- en el inciso segundo del artículo 103 acogido por el Senado la expresión “La misma” por el vocablo “Una”. 



¿Qué cambia con eso? El quórum. De acuerdo al texto aprobado por nuestra Corporación, se requeriría una ley de quórum calificado; según el de la Cámara Baja, una de quórum simple.



Señor Presidente, lo obrado por la otra rama legislativa, que ratificamos hoy en la Comisión de Constitución, sigue precisamente el orden constitucional establecido en la actual normativa. En efecto, el inciso segundo del artículo 103 dice: “El Ministerio encargado de la Defensa Nacional o un organismo de su dependencia ejercerá la supervigilancia y control de las armas en la forma que determine la ley”. 



¿Y cuál ha sido esa forma? La señalada en la propia Constitución aquí, en el Apéndice: la ley N° 17.798, sobre Control de Armas. 



Lo que correspondería a una norma de quórum especial si se hubiese modificado, lo cual no se ha hecho, es el inciso primero. De manera que la aplicación del inciso segundo, que define quién ejercerá la supervigilancia y control de las armas, es -reitero- materia de ley de quórum simple, como lo ha sido hasta ahora. 



Por lo tanto, lo que hizo la Cámara de Diputados fue cambiar la expresión “La misma” por el vocablo “Una”, para seguir el mismo criterio constitucional habido hasta el día de hoy.



Por ello, señor Presidente, dicha enmienda la hemos acogido por unanimidad en la Comisión de Constitución, y me parece que sería muy importante que la aprobáramos en la Sala. 



Aquí hay una realidad sobre la que no se ha legislado. En todo caso, será el Ejecutivo quien tendrá que presentar esta nueva iniciativa legal. Pero existe urgencia por la razón que señalé al inicio: hay un Ministerio del Interior y Seguridad Pública recién creado que debe poseer las facultades pertinentes. Por ello hemos acogido el proyecto el día de hoy por unanimidad en la Comisión de Constitución y estamos solicitando su aprobación también por la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, aquí hay dos cuestiones muy importantes sobre las cuales los señores Senadores deben tener información al momento de la votación, particularmente los miembros de la Comisión de Defensa.



El inciso primero del artículo 103 de la actual Constitución señala que una ley de quórum calificado -mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio- determinará quiénes pueden tener armas u otros elementos similares. Y después, en su inciso segundo, expresa que quien supervigilará a las personas que las poseen es el Ministerio de Defensa Nacional.



Por lo tanto, hay una ley orgánica que regula y establece quiénes pueden y quiénes no pueden tener armas y, en segundo lugar, existe una institucionalidad que vigila su cumplimiento, la cual, de acuerdo al mandato constitucional, corresponde al Ministerio de Defensa Nacional.



Lo que hizo el Senado, y ratificó la Cámara de Diputados, fue sacar las palabras “Ministerio de Defensa” y establecer que la ley determinará el Ministerio que estará a cargo del control de las armas. 



¿Puede ser el Ministerio de Defensa? Perfectamente. 



¿Puede ser el Ministerio del Interior y Seguridad Pública? Por cierto, también.



¿Quién lo va a resolver? Una nueva ley.



¿Quién puede patrocinar esa nueva iniciativa? El Ejecutivo, porque dice relación a atribuciones sobre un Ministerio. De manera que el Gobierno mantiene la facultad de determinar qué organismo deberá hacerlo, y será el Parlamento, en el debate que se suscite sobre la materia, el que lo resuelva.



Eso no está controvertido. Porque lo aprobaron el Senado y la Cámara. Para bien o para mal, aunque yo creo que para bien.



El problema es en cuanto al quórum.



La Ley de Control de Armas se mantiene como está, porque corresponde al inciso primero del artículo 103. Por lo tanto, dicha normativa es de quórum calificado. Eso no se altera. Ni en la legislación actual ni en la que viene. Y me parece bien. Es una normativa de extraordinaria importancia y magnitud y ni la moción, ni la Cámara, ni el Senado pretendieron cambiarla.



El inciso segundo establece quién ejercerá la supervigilancia. Y aquí, la interpretación que hace la Secretaría del Senado y la Comisión de Constitución es que la actual Carta señala que la determinación del Ministerio encargado de efectuarla corresponde a una ley simple y no a una de quórum especial.



¿Y por qué lo sostienen? Porque este último precepto señala: “El Ministerio encargado de la Defensa Nacional o un organismo de su dependencia ejercerá la supervigilancia y control de las armas en la forma que determine la ley”. Y no dispone que sea una ley de quórum calificado; como sí lo dice en el primer inciso.



El Senado había dado el mismo rango al inciso segundo; o sea, elevó a quórum calificado la jerarquía de la ley que determina el Ministerio.



La Cámara de Diputados dijo: “No, mantengamos lo establecido por la Constitución. ¿Por qué se sube de rango y jerarquía a una norma que hoy no ostenta la condición de quórum calificado?”. 



En consecuencia, lo que está haciendo el Senado en este tercer trámite es encontrarle la razón a la otra rama del Parlamento, en el sentido de no alterar los quórums fijados por la Constitución: quórum calificado para la Ley de Control de Armas y quórum simple para la normativa que determine qué Ministerio finalmente se hará cargo de dicha materia.



Y una última reflexión. 



Más allá de la cuestión del quórum de la norma que determina el Ministerio hay algo con mayor poder e influencia: el que presenta el proyecto de ley es el Gobierno, porque posee iniciativa exclusiva sobre la materia.



Por lo tanto, junto con los miembros presentes de la Comisión de Constitución, Senadores señor Hernán Larraín, señora Alvear (su Presidenta) y señor Patricio Walker, analizamos el asunto y nos pareció que el cambio efectuado por la Cámara de Diputados era pertinente, porque mantenía los quórums que establece el texto actual de la Constitución y no los alteraba, como sí lo habíamos hecho en el anterior trámite.



Por esa razón, la Comisión, como señaló la señora Presidenta, aprobó en forma unánime la reforma constitucional en análisis.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, sin entrar al fondo, me voy a referir a la argumentación.



Si la Comisión de Constitución pretende mantener la situación actual, debiera establecer en la Carta cuál es el Ministerio encargado del control de armas. Porque el texto actual dispone que el de Defensa es el responsable, y eso se encuentra consagrado en la Constitución.



Al bajar el rango y entregar esa determinación a la ley, había varias opciones: la primera, una ley orgánica constitucional; la segunda, una ley de quórum calificado, y la tercera en gradación, una ley de quórum simple.



En consecuencia, estamos cambiando la situación desde el nivel más alto, que es consagrarlo en la Constitución, al más bajo, que es determinarlo en una ley de quórum simple.



Entonces, el argumento formulado no es el correcto. No estamos manteniendo el escenario actual, que determina a nivel de la Carta Fundamental que es el Ministerio de Defensa el encargado. Y ahora ello se dispondrá mediante una ley de quórum simple, en circunstancias de que el Senado había establecido que lo haría una ley de quórum calificado, que es bastante más razonable que determinarlo en una ley de quórum simple.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que el problema no es como lo ha planteado quien me antecedió en el uso de la palabra.



El artículo 103 de la Constitución alude a dos normas. Una se refiere a la manera como se regula la posesión o tenencia de armas, y esa norma tiene un rango especial. Y la otra señala que es el Ministerio de Defensa Nacional el encargado de la supervigilancia y el control de las armas en la forma que determine la ley.



El proyecto del Senado -no tengo el texto a la mano-, considerando que se cambia la dependencia de Carabineros -que desarrolla parte de este control- al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, eliminó el Ministerio encargado de la Defensa Nacional como el responsable. Ello, porque ahora habrá dos Carteras que realizarán dicha tarea, o por lo menos la ley podrá determinar cuál se hará cargo de ella. Y en el texto actual de la Constitución esa norma -la que se refiere al control de armas- es una ley de quórum simple.



Y lo que se está diciendo, al sacar el Ministerio de Defensa, es que el órgano que se haga cargo de la labor mencionada la desarrollará en la forma que determine una ley del mismo quórum que la que hoy se establece en la Constitución. La señalada en el primer inciso del artículo 103 sigue siendo de quórum calificado. La segunda siempre ha sido de quórum simple, y ahora no estamos modificando eso, sino manteniéndolo. Nosotros, en el Senado, lo habíamos cambiado, porque en la redacción del texto dispusimos que la misma norma que regulaba la tenencia de armas -que es de quórum calificado- determinaría qué organismo ejercería la supervigilancia y control.



Y la Cámara, con razón, plantea: “¿Por qué suben de rango una norma que hoy no es de quórum calificado?”. Y esa disposición es la que nos piden que cambiemos, para mantener el quórum que hoy tiene, porque la supervisión de armas es algo distinto de su régimen de posesión y tenencia. Esto último sigue siendo de quórum calificado. Pero el control por parte del organismo que la ley disponga -puede ser el Ministerio del Interior y Seguridad Pública o alguna facultad adicional es factible que quede en el de Defensa-, lo determinará una ley de quórum simple, al igual que hoy.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo hacer mención a una cuestión de consecuencia del proyecto de reforma constitucional. Me lo decía el Senador señor Prokurica, y quiero entregarlo como un antecedente: cuando se empezó a tramitar esta moción, no se había aprobado la iniciativa que cambia la dependencia de Carabineros al Ministerio del Interior. Entonces, resultaba imposible que una ley señalara que el encargado era el Ministerio del Interior en circunstancias de que la dependencia de Carabineros seguía recayendo en el de Defensa. Por eso se hace referencia al Ministerio que determine la ley. Porque habría sido inconstitucional modificar la ley sin reformar la Carta.



Y el proyecto en análisis es de toda consecuencia. Porque si hoy día Carabineros es el que ejerce la supervigilancia y el control de las armas en Chile, y esta institución depende del Ministerio del Interior, ¿alguien está en condiciones de explicarme cómo puede encargársele esa misión al Ministerio de Defensa para que lo siga haciendo Carabineros, que ya no depende de esta Cartera?



Por lo tanto, resulta del todo coherente que si Carabineros ejerce la labor mencionada y esta institución depende del Ministerio del Interior, la Cartera encargada de la supervigilancia es aquella que tiene a su cargo a Carabineros, es decir, el Ministerio del Interior.



Señor Presidente, lamento discrepar en esta materia de mi distinguido colega el Senador señor Novoa, pero no estamos alterando en nada el rango constitucional. El quórum de la ley es exactamente el mismo. Porque el inciso segundo dispone que el Ministerio encargado de la Defensa Nacional ejercerá la supervigilancia en conformidad a las normas que determine la ley. Y cuando no se le pone apellido significa que es una ley de quórum simple. Si no, el constituyente habría dicho “ley orgánica”.



Entonces, lo que hace la Cámara de Diputados es plantearnos por qué alteramos el quórum. Lo grave hubiese sido -yo no habría estado de acuerdo en ello, y creo que los demás Senadores tampoco- cambiar el quórum a que se hace referencia en el inciso primero, porque eso es lo importante, el quórum que se requiere para el contenido de la ley de control de armas en Chile.



Señor Presidente, gracias por permitirme efectuar esa precisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, también quiero reafirmar lo que hemos sostenido como Comisión de Constitución el día de hoy.



Creo que resulta fundamental que sea una ley la que determine qué Ministerio se hará cargo. Y he de decir con mucha franqueza en esta Sala que existieron diferencias en el Gobierno en torno a cómo debía distribuirse el control de armas entre Defensa e Interior. Quiero ser muy clara: hubo diferencias.



En consecuencia, siendo el Ejecutivo el que enviará el proyecto de ley, será este el que señale quién se encargará de ejercer el control. Y también puede determinar que la supervigilancia recaerá en un consejo conformado por autoridades u organismos de ambos Ministerios.



No sabemos cuál será la propuesta. Pero eso lo determina la ley, como actualmente se establece en la Constitución, donde ello es atribución de una ley, sin apellido.



Insisto en que se requiere una presentación del Ejecutivo, porque los parlamentarios no tenemos iniciativa legal sobre la materia. Y creo que el Gobierno ahora habrá de concretar su propuesta en atención a los matices que existieron y que nos fueron hechos presentes en la Comisión por las autoridades de Gobierno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, hay algo que resulta obvio y clarísimo: hoy, de acuerdo a la Constitución, solo el Ministerio de Defensa Nacional puede estar encargado de este control. Y si, conforme a la Carta, queremos traspasar dicha atribución a otro Ministerio, se debe cambiar la Constitución.



Entonces, una cosa es el organismo encargado, que lo señala la Carta Fundamental, y otra, la forma en que se ejerce la fiscalización, que es materia de ley simple.



Ahora, si nosotros queremos -y no me estoy pronunciando sobre el fondo del asunto- que el organismo encargado sea determinado mediante ley simple, tenemos plena libertad para hacerlo. Pero no digamos que estamos manteniendo el sistema actual, porque no es así. Y el mismo hecho de que sea controvertido si se trata de un Ministerio, de dos o de una comisión de Ministerios indica que sería bueno que la ley pertinente tuviera quórum calificado.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero reiterar lo que se ha dicho en la Sala. 



Comparto los argumentos expuestos por los Senadores señores Espina y Larraín y señora Alvear. La enmienda sugerida mantiene el criterio de la actual redacción del artículo 103 de la Constitución. En efecto, en su inciso primero, atinente al contenido de la Ley de Control de Armas, se hace mención de la ley de quórum calificado. Y en el inciso segundo se mantiene la lógica de una ley simple; ahí se hace referencia a quién ejerce el control y la supervigilancia en lo concerniente a la tenencia de armas.



Por eso, resulta importante acoger la modificación que nos plantea la Cámara de Diputados, porque -ya se ha dicho-, como el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se hará cargo de todo lo vinculado a la seguridad ciudadana, es lógico que el control de las armas dependa de esa Cartera.



Otros dirán: “Algunos aspectos podremos mantenerlos en Defensa”. No sé. Eso será materia de otra ley.



En todo caso, me parece que la situación fue planteada correctamente por los colegas que mencioné.



Además, cuando hablamos de competencias para supervigilar y controlar las armas, debemos considerar que esas cuestiones no son propias de una ley de quórum especial, salvo cuando dicen relación con las bases generales de la Administración del Estado, caso en el cual la organización y las atribuciones son materia de una ley orgánica constitucional. En lo que nos ocupa, la regla general es que esas son materias de ley común.



Este criterio fue tan claro durante la discusión, que la Cámara de Diputados aprobó la enmienda por unanimidad (no se registró ni un solo voto en contra), por ser coherente con la actual redacción del precepto pertinente de la Carta Fundamental y con la modificación que hicimos al crear la nueva institucionalidad del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le recuerdo a la Sala que para aprobar la enmienda de la Cámara Baja debemos reunir el quórum constitucional requerido.



Ahora bien, tenemos dos alternativas: esperar que se reúnan los votos exigidos o votar la próxima semana.

El señor ORPIS.- ¡Pero ya estamos votando, señor Presidente!
El señor PIZARRO (Presidente).- No, Su Señoría. Aún no he abierto la votación. Estamos haciendo sonar los timbres para que los señores Senadores se hallen presentes en la Sala al concluir el debate.



Como se expresó, se requieren solo 21 votos favorables, pues varios señores Senadores se encuentran fuera del país.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Creo que lo lógico es que votemos en la próxima sesión. No parece razonable que el Senado esté imposibilitado de abocarse a otras materias por hallarse a la espera del quórum necesario para aprobar el proyecto que nos ocupa, salvo que...

El señor WALKER (don Patricio).- Al parecer, ya existe quórum.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Si lo hay, bien. De lo contrario, solicito que votemos en la próxima sesión.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Hay quórum, señor Presidente?

La señora ALVEAR.- Parece que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- En este momento tenemos quórum. Pero debo hacer presente que se requieren 21 votos afirmativos y que el Senador señor Novoa manifestó su rechazo a la modificación sugerida por la Cámara Baja.

El señor ESPINA.- ¡El peor pecado es que la enmienda quede rechazada por falta de quórum, señor Presidente!

El señor LARRAÍN.- Si se rechaza, el proyecto va a Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Con el debido respeto, señores Senadores, debo connotar que hubo un planteamiento unánime de la Comisión informante.



Bueno, procederemos a la votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente pondrá en votación la proposición de la Comisión de Constitución consistente en acoger la enmienda introducida por la Cámara Baja a los efectos de, en el inciso segundo que aprobó el Senado para el artículo 103 de la Carta Fundamental, sustituir la expresión “La misma” por el vocablo “Una”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados (21 votos a favor y 1 en contra); se deja constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto  en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó en contra el señor Novoa.

El señor LAGOS.- Perdón, señor Presidente. Pido que se consigne mi voto favorable.

El señor PIZARRO (Presidente).- Quedará constancia de la intención de voto de Su Señoría en tal sentido.

)-------------(

La señora RINCÓN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, señora Senadora.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, le solicito -debí plantearlo al término de la Cuenta, pero no lo hice- recabar el acuerdo de la Sala con el fin de trasladar al 16 de marzo la sesión especial convocada para el día 9 a los efectos de analizar el estado de avance de la reconstrucción -conversé al respecto con los Comités, que no manifestaron oposición-, debido a que solo ha llegado el informe del Ministro de Obras Públicas, quien entendió -según nos comunicó la Secretaría- que había sido requerido únicamente en tal calidad y no, además, como Presidente del Comité de Reconstrucción. Entonces, nos solicitó mayor plazo para completar la documentación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hubiera acuerdo, postergaríamos dicha sesión especial para el miércoles 16 de marzo, de 11 a 14, en los mismos términos en que se planteó en la reunión de Comités celebrada ayer.



--Así se resuelve.

REGULACIÓN DE PAGO DE TARIFAS ELÉCTRICAS EN GENERACIÓN RESIDENCIAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en  moción del Senador señor Horvath, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6041-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Horvath).


En primer trámite, sesión 46ª, en 20 de agosto de 2008.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 37ª, en 28 de julio de 2010.


Minería y Energía (segundo): sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Discusión:



Sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- 
La idea de legislar fue aprobada en sesión de 3 agosto de 2010.



La Comisión deja constancia de la presentación de una sola indicación, formulada por el Ejecutivo, que sustituye el texto aprobado en general. Ella fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Allende y señores Orpis y Prokurica), teniendo en consideración que recogió los planteamientos efectuados durante la discusión general.



Cabe destacar que las modificaciones acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, esta iniciativa, como lo señala su nombre, permite que los generadores residenciales pequeños tengan medición neta. Es decir, la diferencia entre el consumo y la generación debe ser el valor que efectivamente se les cobra; y si existe un remanente a su favor, se les ha de pagar.



En tal sentido, para nuestro país este proyecto resulta altamente atractivo, dadas la multiplicidad y cantidad de energías renovables de que dispone, por su diversidad geográfica. Las energías solar y eólica; las pequeñas caídas de agua y las diferencias de temperatura por la vía de la geotermia posibilitan a distintos usuarios de la red no solo ahorrar energía sino también generarla.



El Ejecutivo se hizo parte de esta iniciativa y propuso una indicación sustitutiva que la respalda, como se desprende de la lectura de su texto.



Sin embargo, solicitamos que, en el inciso primero del artículo 149 bis que se propone para la Ley General de Servicios Eléctricos, se vote separadamente la frase “sin fines comerciales”, para eliminarla. 



Igual petición formulamos respecto del párrafo del inciso quinto (la idea es también suprimirlo) que dice: “Sin perjuicio de lo anterior, los remanentes que se produzcan dentro de un período de doce meses, determinado para estos efectos en el contrato entre el usuario final y la distribuidora, sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado.”. O sea, si una persona generara más de lo que consumiera durante un año, la empresa se haría cargo sin retribución de esa generación, lo cual, obviamente, no corresponde y no va de la mano con los fines del proyecto y sus ideas matrices.



Creemos que se trata de una iniciativa altamente conveniente. Además, es urgente, considerando la restricción de energía eléctrica que afecta el país. Entonces, se suma a las medidas de ahorro, eficiencia y promoción de las energías renovables en Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Al comenzar la votación precisaremos lo que Su Señoría solicita votar en forma separada.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en medio de una discusión a mi juicio bastante más profunda respecto a la matriz energética, este proyecto de ley es tremendamente innovador -así lo señalamos en la discusión general-, porque Chile tiene grandes posibilidades de promover el uso de energías renovables no convencionales. Y, en este caso en particular, el hecho de que los clientes finales puedan generar electricidad e inyectarla a la red constituye un instrumento que en muchas partes del mundo ha servido para fomentar de manera muy fuerte e intensa el desarrollo de tal tipo de energías.



Este sistema es conocido como net metering o balance neto entre lo que se retira y lo que se inyecta a una red de distribución.



¿Cuál es el mérito de la iniciativa en debate? La introducción en la Ley General de Servicios Eléctricos de un artículo 149 bis que establece el derecho del consumidor final a inyectar en la red de distribución la electricidad que genere a partir de energías renovables no convencionales.



Creemos que aquí hay un enorme potencial para desarrollar esa clase de energías. Por lo tanto, en la Comisión aprobamos por la unanimidad de los presentes el proyecto, en los términos de la indicación sustitutiva formulada por el Ejecutivo.



Sin perjuicio de lo anterior, señor Presidente, hay dos cuestiones (las planteó el Senador Horvath) que será necesario zanjar. 



Una recae en el inciso primero del artículo 149 bis, al disponerse que la inyección a la red por los usuarios de la energía que generen del modo allí indicado sea “sin fines comerciales”. Hay discusión sobre este último punto.



La otra incide en el inciso quinto del mismo precepto. La idea de suprimir el párrafo señalado por el colega Horvath es que el saldo neto que favorezca al consumidor final se vaya acumulando mes a mes, pero no con el límite de doce meses establecido en dicha norma, para que, si al cumplirse un año queda un remanente, se pueda seguir acumulando en períodos posteriores.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Senador Horvath por el trabajo realizado en esta materia durante varios años, al que también se han sumado los colegas Prokurica y Orpis, quienes -me consta- en la Comisión de Minería y Energía han mostrado al respecto constante preocupación.



La cuestión no es menor. Entonces, una vez más hago presente la imperiosa necesidad de que el Estado dicte cuanto antes una política energética.



En la Patagonia, particularmente en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, nos hemos farreado desde siempre, por falta de incentivos, energías como la eólica y la mareomotriz. Y en paralelo vemos, por ejemplo, cómo todos los meses el Estado debe financiar subsidios para las personas más carenciadas, quienes no pueden pagar sus consumos básicos de gas, luz y otros servicios.



Sin lugar a dudas, la ley en proyecto permitirá avanzar en la línea de lo que han hecho otros países del mundo, donde los usuarios que generan electricidad, una vez que satisfacen sus necesidades, inyectan en la red la sobrante y la venden a la compañía suministradora.



Reitero mis felicitaciones y llamo a seguir avanzando para que cuanto antes contemos con una verdadera política energética nacional.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo también valoro esta propuesta del Senador Horvath, que, en mi opinión, tiene varios méritos.



Ante todo, es el primer proyecto que posibilita la cogeneración y -como lo planteó el Senador Bianchi- de alguna manera trata de ponernos al día en algo que países desarrollados han planteado desde hace décadas.



Lo que se nos sugiere es relevante, pues hoy día, cuando alguien quiere utilizar energías renovables no convencionales para generar electricidad en su domicilio, solo puede hacerlo hasta el medidor; o sea, puede autogenerar.



En esta iniciativa se propone cortar esa muralla que existe en el sistema; permitir la autogeneración para el consumo propio, y, además, inyectar el saldo a la red de distribución y percibir por ello una retribución económica.



Pero este proyecto tiene otra virtud, señor Presidente: viabiliza la incorporación de energías renovables no convencionales en el país, donde estas no son subsidiadas, y promueve la masificación de su uso.



Mientras no se masifique la utilización de las energías solar, mareomotriz, eólica u otras no será factible generar electricidad para una cantidad importante de personas.



Si a lo anterior agregamos que -como dije- en Chile no se subsidia este tipo de energías y que solo se autorizará para inyectar en la red un porcentaje de la electricidad generada por el usuario (al estilo de la indicación que formulamos en la misma Comisión de Minería cuando el precio del gas argentino se disparó y fue necesario dictar la ley que estableció los contratos de largo plazo), en la práctica el proyecto posibilita materializar la generación eléctrica domiciliaria.



Al igual que los Senadores Orpis y Horvath, no comparto lo propuesto, por una parte, en el inciso primero del artículo 149 bis en orden a que la energía que generen los usuarios finales no pueda tener fines comerciales, y por otra, en el inciso quinto en el sentido de que el valor de los remanentes de energía acumulados por un lapso superior a 12 meses se pierda. 



¡Esa no es la forma de establecer incentivos, señor Presidente!



Por último, debo manifestar que hemos recibido de parte del señor Ministro de Minería y Energía un gran apoyo para llevar adelante iniciativas de esta índole, que sin duda van a tener éxito.



La realidad que se vive en otros países del mundo -en España, por ejemplo- es que los Gobiernos, producto de las crisis económicas, han ido terminando con los subsidios. Pero no es el caso nuestro, porque Chile no subsidia las energías renovables no convencionales. Y, a nuestro juicio, esa es una manera de demostrar también que ellas son capaces de imponerse en un país que posee gran potencial en su naturaleza.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, felicito a los Senadores Horvath y Orpis.



La ley en proyecto va bien encaminada. Y ella emana de una moción. 



Entonces, uno echa de menos la iniciativa del Estado: cuál es la iniciativa del Gobierno; cuál es la política energética nacional de mediano, corto y largo plazos. 



¡Ahí tenemos un vacío!



Y no lo digo yo, que no soy experto en la materia: lo dicen profesores universitarios, las grandes empresas generadoras. En definitiva, todo aquel que interviene en el negocio de la energía sostiene: “Chile carece de una política nacional energética”. Y, así, se van tomando decisiones en la medida que es evidente la necesidad de generar más energía.



Por eso existen repartidos a través del territorio decenas de proyectos termoeléctricos que causan gran daño ambiental. Hay proyectos hidroeléctricos en el sur. Y el Ministro Golborne anda buscando proyectos nucleares en Europa. 



Ante la pregunta sobre qué medio de generación definirá Chile para su desarrollo energético, si fuera por dicho Secretario de Estado, habría que pensar que será la energía atómica, pero no antes de 30 años, según ha dicho. Y como en ese período van a pasar muchos Gobiernos y la energía se necesita ahora -una Administración que registra apagones se cae, pierde-, lo que tenemos que garantizar es que el 6,8 o el 7 por ciento de crecimiento anual de la demanda energética sea satisfecho.



El que nos ocupa es un paso positivo en la participación de los usuarios; de quienes utilizan energía, pero, además, reúnen condiciones para generarla; de los pequeños productores. Mas la responsabilidad esencial no puede radicar en ellos, sino en el Estado.



En Alemania, el Partido Verde originó la “ley de los cien mil techos”. Se contemplan subsidios del Estado para que los ciudadanos puedan contar con paneles solares en un país donde no se recibe mucho sol -por eso, van a España para gozarlo y cambiar un poco su blanca tez-, pero, para aprovechar en energía el poco que llega, se ha desarrollado un proceso de concesión de tales prestaciones. Lo mismo ocurre en el caso de la energía eólica: los paisajes alemanes se encuentran llenos de molinos que la captan.



Deseo consignar que el inciso primero del artículo 149 bis contiene la expresión “sin fines comerciales”. O sea, podrá generarse por medios renovables, pero sobre la base de esa otra condición. Cuando nos opusimos al proyecto Ralco por el modo de construcción, que aniquiló una cultura: la pehuenche, cubrió 17 cementerios y causó lo peor, preguntamos claramente por qué no puede entrar otro al negocio de la generación eléctrica. Esta última plantea serias barreras de entrada, y las mantiene, y en el proyecto las ratificamos: “sin fines comerciales”.



¿Acaso un pequeño empresario o una pequeña cooperativa no pueden producir 10, 20, 5 megas para satisfacer sus necesidades, pero también inyectar el resto, el excedente, con fines comerciales?



El inciso quinto dispone que si transcurren doce meses -y es algo que podrá explicar tal vez el Senador señor Horvath-, “topón para adentro”. ¿O no? Se expresa que los remanentes “sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado”. O sea, si no se logra rebajar todo lo que se generó en el año y sobra, eso no se devuelve. ¡No parece justo!

El señor BIANCHI.- Ello se va a sacar.

El señor NAVARRO.- Deseo destacar -sé que el Senador señor Horvath está en contra y que se va a pedir votación separada- que tenemos que eliminar barreras de entrada. Estoy por que pequeños productores puedan invertir efectivamente en generación eléctrica. Hemos dictado leyes para poder alcanzar, de manera progresiva, el 5 y el 10 por ciento con energías no convencionales, considerándose ahora el 20 por ciento, mas creo que también se pueden obtener utilidades para ese otro sector. La concentración económica en materia energética, particularmente, no puede seguir el camino de otras áreas, y espero que podamos corregir esta parte.



Hago presente que no basta la ley. El inciso tercero señala que “Un reglamento establecerá las condiciones técnicas mínimas de la conexión”. Señor Presidente, los reglamentos, muchas veces, terminan desvirtuando un cuerpo legal. Espero que ese articulado sea acorde con la naturaleza, la filosofía, la voluntad de la normativa en discusión y no ponga trabas, sino que, por el contrario, facilite el acceso de la pequeña generación, de tal manera que se registre una explosión de usuarios que decidan invertir en ese ámbito y logren así rebajar sus cuentas de electricidad. Es más, ojalá pudieran generar e inyectar, con fines comerciales -de poca envergadura, por supuesto-, al Sistema Interconectado Central u otro.



Deseo hacer un seguimiento al proceso del reglamento, porque a algunos no les gusta la iniciativa en examen y van a tratar de incidir para que ese texto sea restrictivo, para que sea poco eficaz en incentivar la utilización de la ley en proyecto.



Votaré a favor.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente, con energías renovables!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a dar mi voto favorable, por cierto, a la moción del Senador señor Horvath.



La normativa les dará a los usuarios, a las personas naturales, a las familias que cuenten con algunos recursos, la oportunidad de autogenerar la energía que requieren para su uso diario y, al mismo tiempo, otorgar los incentivos para lograr una cogeneración de energía eléctrica.



Ello se ha probado en muchos países, en particular en los desarrollados, como Estados Unidos -en California-, Alemania y otros de Europa. Y ha demostrado ser eficaz.



La iniciativa ha suscitado una preocupación por la forma como viene, y espero que sea posible una votación por separado para dar cuenta de dos o tres incisos que limitan severamente lo que se está proponiendo como idea matriz, en orden a que personas individuales, familias, hogares, puedan generar la energía que necesitan y, al mismo tiempo, beneficiarse del remanente que no consumen.



Lo anterior obedece a una razón: hoy, en términos de costo, los paneles solares son más baratos que los acumuladores en la captura de la energía. Pero si esta no se utiliza a plenitud, se pierde, salvo que se cuente con uno de estos últimos aparatos, el cual es caro y funciona con diésel, con electricidad, etcétera. Entonces, no se saca nada con hacer el esfuerzo, a nivel individual, de contar con un captador si no se dispone de un acumulador.



¿Y cuál es la alternativa del acumulador? El tomar la electricidad captada de la energía solar o eólica, o a través de una pequeña central de pasada, e inyectarla al Sistema Interconectado Central, con lo cual se obtiene un crédito.



Por eso es tan importante el mecanismo en estudio. Como lo dijo mi Honorable colega Prokurica, aquí se plantea una cuestión de cogeneración, porque no se trata solo de autogenerar electricidad para las necesidades propias, sino también de la capacidad de inyectarle al sistema energía adicional a la que el consumidor requiere y, de esa forma, contribuir a un medio ambiente sostenible, a la disminución de costos, etcétera.



Es fundamental, entonces, eliminar las restricciones establecidas en el texto. Se expresa que no caben los fines comerciales, pero es al contrario. ¿Por qué razón una persona no puede disponer de ahorros acumulados durante años al llegar a la tercera edad y concluir: “Voy a instalar un par de paneles y, como consumiré menos, algo de lo que acumularé irá directamente al Sistema Interconectado Central para lograr un beneficio a mi favor”? ¿Por qué no?

El señor BIANCHI.- Es una buena posibilidad.

El señor LAGOS.- Ahí tiene Su Señoría una alternativa por si algún día deja el Senado...

El señor BIANCHI.- ¡Cuando sea viejito...!

El señor LAGOS.- Por supuesto.



Entonces, el aspecto que he señalado resulta esencial en esta materia.



Y lo segundo es eliminar la restricción relativa a que si en doce meses se registra un remanente sin utilizar, este se pierde. Al contrario. Se contempla un incentivo para generar energía por vías renovables. Otra cosa es cómo se hace para administrar. Porque una vez que se dice: “Introduzco energía al Sistema Interconectado Central”, eso ciertamente puede generar costos de administración para las empresas distribuidoras. Para ello, confiemos en que regirá un reglamento que va a establecer alguna tarifa, algún porcentaje de lo que se le agrega al sistema de vuelta a fin de poder contar con un crédito, y que la empresa que tendrá que hacerse cargo de la energía adicional que se proporciona también pueda asumir los costos aparejados.



Se trata de un buen proyecto. No permite superar, claro, nuestro dilema fundamental, que es el de la matriz energética que necesita Chile. Ese es un asunto que temo que va a ser difícil que cualquier Gobierno trate de resolver en plenitud. Las Administraciones duran cuatro años. Las soluciones que implica el meterle mano a la matriz energética son tan complejas y con tantos costos políticos que va a ser difícil lograrlo. Lo dice el Senador que habla, quien sirvió en un Gobierno anterior. Cuando se consideró la posibilidad de la energía nuclear, a lo único que se pudo llegar fue a determinar: “Vamos a realizar estudios al respecto”. Pero fue difícil plantear el tema.



La cuestión del proyecto de HidroAysén se encuentra presente. Un señor Senador enfatiza la frase “Patagonia sin represas”. Por mi parte, a estas no las quiero. Algunos exponen: “No deseo la energía nuclear”. Pero de alguna forma es preciso prender la luz. Y ello tiene que ser, además, financiable. ¡Con otro criterio, vamos a terminar solo con termoeléctricas y carbón...!

El señor PROKURICA.- ¡Explíqueselo a ese colega, Su Señoría! ¡Si lo tiene al lado...!

El señor LAGOS.- Me están desdibujando la intervención, señor Presidente.



En resumen, el punto planteado ayuda en la discusión. Los hogares, las personas individuales y, tal vez, las pequeñas sociedades pueden aplicar el sistema con fines comerciales. No pongamos el límite a los remanentes que sobran. Pero, al mismo tiempo, no nos tapemos los ojos, porque, si no se hace nada respecto a la matriz energética, lo único que va a ocurrir -resulta lo más fácil, como quedó demostrado- es que se recurrirá al carbón y las termoeléctricas, que son las más contaminantes. Ello se comprobó con la Central Castilla, que pasó sin pena ni gloria al final del día.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar, considero que el proyecto realmente es un estímulo para que se vaya generando con energías alternativas.



Y con respecto a los dos reparos que se formulan, quisiera hacer una distinción.



Cuando se emplean las palabras “sin fines comerciales”, es preciso analizar el asunto con un poco más de preocupación, por lo siguiente. La iniciativa le da a una persona el derecho a inyectar energía y el dueño de la red o la generación tiene la obligación de recibirla. La pregunta que surge es si la ley puede también imponerle a este que la compre, porque los acuerdos comerciales se celebran entre partes.



Entonces, diría que se emplean las palabras referidas para entender que existe un derecho: el consistente en inyectar energía, y que esta se paga en una forma muy especial, señalada en la ley en proyecto. Porque no se trata de un acuerdo comercial, sino de una determinación legal.



Respecto a esa materia, por lo tanto, quisiera que quedara claro que, se saque o no la expresión, una cosa es establecer un derecho para inyectar energía y otra obligar a alguien a realizar un acuerdo comercial. Estos últimos no se imponen por ley, sino que se perfeccionan entre las partes.



La segunda objeción me parece mucho más relevante. Porque es evidente que si en un período de doce meses se registra un saldo a favor, ¿por qué no seguir con ello adelante? ¿Por qué terminarlo?

El señor BIANCHI.- Se puede acumular.

El señor NOVOA.- La gente que genere energía no lo hará como su actividad o negocio principales, sino para complementar su necesidad de consumo. No va a establecer una central gigantesca y a inyectar al sistema en cantidades muy grandes. Pero es obvio que en el mes doce puede resultar un saldo a favor. ¿Por qué este no se puede mantener hasta el día en que la persona deje de producir? Si la empresa no se halla obligada a pagárselo, sino a compensarla.



En consecuencia, estimo que, en el primer caso, la expresión “sin fines comerciales” tiene una explicación razonable, la cual, por lo demás, obedece al sentido de la iniciativa legal. Se otorga el derecho a inyectar energía y solo se establece una compensación, no formas de pago ni nada por el estilo, por faltar un acuerdo comercial.



Sin embargo, me parece que carece de sentido que se limite el saldo a favor y que a los doce meses este se pierda.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Se votará el texto propuesto por la Comisión de Minería.



El Honorable señor Horvath ha planteado la eliminación, en el inciso primero del artículo 149 bis, nuevo, de la expresión “sin fines comerciales” y...

El señor PROKURICA.- ¿Se va a separar la votación, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En efecto. Después se procederá al pronunciamiento sobre lo expuesto por el señor Senador.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La división de la votación solicitada por el Honorable señor Horvath se relaciona con los incisos primero y quinto del artículo recién citado, lo que se tratará en seguida.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Minería y Energía (23 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ahora se votará la primera sugerencia del Senador señor Horvath, en orden a eliminar, en el inciso primero del artículo 149 bis, nuevo, las palabras “sin fines comerciales”.



Tiene la palabra Su Señoría para explicar el sentido de la supresión.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseo consignar que no nos parece mal, sino todo lo contrario, la existencia de un incentivo para que alguien pueda invertir y generar ingresos extras con motivo de su jubilación, a través de la cogeneración.



Por otra parte, no es tanta la obligatoriedad a que ha hecho referencia mi Honorable colega Novoa, porque el inciso final del artículo 149 bis determina que las concesionarias “deberán disponer un contrato tipo” para ponerse de acuerdo con los usuarios. Así se halla establecido. Incluso, algunas distribuidoras están elaborando tipos de proyectos piloto para incentivar el procedimiento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, suscribo lo expresado por el Honorable señor Horvath en el sentido de que se halla debidamente considerado lo que preocupa al Senador señor Novoa.



Asimismo, cualquier incentivo para que se invierta en este tipo de energías nos parece interesante.



Por lo tanto, estoy de acuerdo con eliminar la expresión citada.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por mi parte, también coincido con la sugerencia, señor Presidente. Ojalá que cada ciudadano produjera energía. Y si ello se hiciera con fines comerciales para obtener un ingreso adicional, ¿por qué un particular no podría proceder del mismo modo que una compañía?



En consecuencia, soy partidario de eliminar la expresión “sin fines comerciales”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El voto a favor es para mantenerla y el que se emita en contra es para suprimirla.



En votación la proposición del Honorable señor Horvath.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me parece que la indicación tendiente a sacar del texto la limitación de carácter comercial, o sea, la ausencia de la finalidad de lucro, y la que apunta a terminar con la barrera de los doce meses en la acumulación de generación a favor del usuario, si no alcanza a gastarla, y el descuento correspondiente contribuyen, básicamente, a hacer más eficaz la iniciativa.

El señor BIANCHI.- Se está votando una sola.

El señor NAVARRO.- Me remitiré brevemente a la primera, en cuanto a la eliminación de la frase “sin fines comerciales”.



A mi juicio, el Estado debe entregar subsidios y, en este caso, establecerse una facultad. Claramente, en comunidades completas, tales como edificios, condominios, lugares donde es posible destinar recursos a la inversión inicial, esta no se efectuará si no existe un estímulo desde el Estado.



Lo anterior ha ocurrido en países desarrollados. La Alemania que hoy conocemos determinó, en su legislación medioambiental, que para 2050 obtendrá el 100 por ciento de lo que necesita a través de fuentes de energía renovable no convencional. ¡El 100 por ciento en 2050! Para ello, se diseñó un plan de una política fiscal de subsidios, como también de investigación.



Como nos encontramos en un sistema económico de mercado, el mecanismo se mueve con estímulos, con subsidios o con mercado.



Como la demanda es baja, la única manera de activar ese sector es que haya, primero, empresas interesadas en traer la tecnología, y segundo, usuarios dispuestos a comprarla e instalarla en sus hogares, en sus edificios, en sus casas, en sus condominios, con el objeto no solo de ahorrar recursos, sino también de hacerle un bien al país.



Está claro que en energía domiciliaria se ocupa solo 20 por ciento del total de la generación. El 80 por ciento restante la consumen en Chile las grandes empresas, la industria. ¡El 80 por ciento!



Por lo tanto, no se produce una afectación comercial. Ninguna generadora o distribuidora eléctrica se verá perjudicada si la política propuesta, de aprobarse hoy el proyecto, se lleva a cabo de manera progresiva y se masifica. El techo es el 20 por ciento.



En verdad, sin un subsidio, sin un estímulo del Estado, el desarrollo de esta clase de generación podría ser extraordinariamente lento y poco significativo. Si queremos que esta normativa se haga carne y cumpla los objetivos que todos hemos apoyado en este debate, está claro que, adicionalmente a esta moción del Senador Horvath, el Estado debe evaluar el establecimiento de subsidios para estimular la generación en comento.



Todos queremos dar seguridad energética a Chile. Pero con las campañas que dicen: “Apaguemos las luces de neón y las de los edificios públicos, y ahorremos energía” no se economiza ni siquiera el 0,5 por ciento de la generación. O sea, se trata de un ahorro minúsculo, poco significativo. El gasto en el diseño publicitario de esos avisos es mayor que el ahorro económico efectivo que provocan.



Por consiguiente, la ley en proyecto establece un mecanismo eficaz para que el Estado ahorre en costo medioambiental y en inversión de recursos que, en vez de gastarse en energía, pueden destinarse a otro tipo de obras y a desarrollo productivo. 



Creo que debemos darles a los condominios, a los propietarios de inmuebles la posibilidad de utilizar esta normativa. Pero para esto se requiere subsidio fiscal.



Señor Presidente, vamos a promover un proyecto de acuerdo para solicitarles formalmente al Presidente Piñera y al Ministro de Minería y Energía, señor Golborne, el diseño de una propuesta similar a la que se elaboró en Alemania con gran éxito para la economía nacional.



Por ello, votaré a favor de eliminar la expresión “sin fines comerciales”. La idea es posibilitar que exista generación mediante emprendimientos pequeños.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no alcancé a intervenir en la discusión particular. Por eso, aprovecho esta oportunidad para felicitar al Honorable señor Horvath por su moción, que dio origen a una gran iniciativa, que apunta en el sentido en que Chile hoy requiere avanzar con mayor velocidad.



Hemos visto muchas propuestas sobre el problema energético, pero considero que son de bajo impacto y tienen escasa posibilidad de transformarse en una solución masiva.



En el incentivo que se plantea para la generación de energía residencial veo la posibilidad de tener mucha gente dispuesta a incorporar la tecnología y los instrumentos pertinentes. De esa forma se establece una doble vía: por un lado se utiliza la electricidad que el domicilio necesita y por otro se inyecta energía al sistema interconectado central. 



Tal vez mi principal cuestionamiento luego de leer la iniciativa radica en lo relativo a los remanentes que se produzcan en doce meses. Si dejáramos el proyecto como está, ello sería un escaso incentivo para experimentar en las distintas modalidades de energías renovables no convencionales, como la solar y la eólica.



A mi juicio, si es factible vender electricidad al sistema interconectado central, estamos hablando de cantidades marginales. Nunca será el negocio que hoy llevan adelante muchas microcentrales que generan 20 megavatios, las cuales funcionan al límite de lo establecido en la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente: se saltan los estudios de impacto ambiental y logran el permiso de la autoridad mediante una simple declaración. Así ocurre, por ejemplo, en el río Picoiquén, de Angol -se trata de una situación sumamente cuestionada-, y en muchas grandes cuencas de la Región de La Araucanía que están siendo intervenidas con microcentrales.



Creo que lo propuesto resulta por completo distinto. Aquí no hay un negocio como el descrito. Concretamente, el proyecto, gracias a la posibilidad de comercializar un margen, un diferencial, la porción de energía que no necesitará el domicilio, promueve una práctica que puede extenderse masivamente, lo cual -insisto- permitirá resolver buena parte de los problemas energéticos que Chile enfrentará en el mediano plazo.



En definitiva, señor Presidente, voy a rechazar la frase en cuestión, para que dicho excedente o remanente de energía pueda ser vendido al sistema interconectado central y de esa forma se cumpla a cabalidad el objetivo que persigue esta iniciativa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la Comisión de Minería y Energía aprobamos en forma unánime este proyecto, iniciado en moción del Senador señor Horvath.



Y nos alegra que el Ejecutivo lo haya recogido.



Nos parece que es una señal importante empezar de a poco a estimular a los consumidores para que generen su propia energía -ciertamente por medios no convencionales- y que, además, se permita inyectarla al sistema interconectado central. 



Obviamente, respaldaré la eliminación de la frase en comento, que resulta absurda. No es admisible retener la remuneración que corresponda al generador en caso de haber un saldo a su favor. 



Sin embargo, no puedo dejar de mencionar en esta ocasión algo que he manifestado reiteradamente en la Comisión de Minería y Energía -de hecho, se celebrará una sesión especial al respecto-: en Chile no ha habido claridad sobre la matriz energética que se desea. 



Si existe algo estratégico para un país, es la cuestión energética. Y estimo que en el nuestro no solo no hay una definición clara, sino que, además, se entregan señales complejas.



Como representante de la Región de Atacama, siento un profundo dolor -no puedo decirlo de otra manera- al ver la forma en que se ha presionado para aprobar el megaproyecto de la central termoeléctrica Castilla, que generará más 2 mil 400 megavatios. Una vez más seremos emisores contaminantes, contribuiremos al calentamiento global de la Tierra y daremos una señal exactamente contraria a la que el mundo trata de entregar hoy: tomar conciencia de que mientras más nos vayamos “carbonizando” más aportaremos al calentamiento global del planeta. 



No hemos sido capaces de exigirles a las grandes industrias mineras, a las grandes compañías que busquen alternativas distintas, inviertan en ellas y las implementen. La única respuesta ha sido la termoeléctrica.



Me parece más que lamentable. Estamos llenando la Región de Atacama de termoeléctricas.



Considero que el procedimiento ocupado en el caso de la central Castilla fue poco transparente, muy cuestionable. Se cambió la calificación del proyecto -por decirlo de alguna manera- de la noche a la mañana: de “contaminante” a “molesto”.



En mi concepto, la opinión pública debe tomar conciencia de que no fuimos capaces de estudiar detenida y reflexivamente las implicancias de ese megaproyecto y lo que su instalación significará para los habitantes de la Región de Atacama.



Llamo la atención sobre ello, porque estamos cayendo en contradicciones: decimos preocuparnos por la calidad de vida de las personas y por el cuidado del medioambiente, pero al final aprobamos la producción de energía con elementos fósiles, como el diésel o el carbón. 



Los proyectos de ese tipo resultan sumamente deteriorantes. Hay que tener presente lo que significan el material particulado, el sedimento, la ceniza y el calentamiento del agua, todo lo cual ocasiona daño a la fauna marina, a la pesca y al potencial turístico del área donde se desarrollan.



La central aludida, por ejemplo, se emplazará en una zona virgen, extraordinariamente rica y con potencial turístico susceptible de desarrollo si tuviéramos capacidad para mirar con altura, en lugar de hacer pagar a la Región todos los costos que conlleva. Porque, evidentemente, no será para nada positivo quedarse con todo el material contaminante de que hice mención.



Lamento el comportamiento de las autoridades al respecto, señor Presidente. Y aprovecho el proyecto que nos ocupa para decirlo en la Sala. 



A Sus Señorías les consta que he planteado reiteradamente esta materia en la Comisión de Minería y Energía. He señalado varias veces que el proceso no se llevó a cabo como correspondía. También pedí que se citara a una sesión especial para discutir el asunto una vez más. 



Tal vez ahora, con el nuevo Ministro de Minería y Energía, tengamos un diálogo donde nos entendamos mejor y se defina cuál es finalmente el diseño estratégico en el ámbito energético para Chile.



Hay cosas que se están haciendo con poca transparencia. Nos enteramos por la prensa de que el Ministro viajó a Francia para evaluar una asesoría que nos vaya preparando para contar eventualmente con energía nuclear.



Como país, necesitamos conocer cuáles van a ser las opciones y, sobre todo, precisamos señales claras. Lamentablemente, no las damos. Y si lo hacemos, se ven contrarrestadas con situaciones como la de la termoeléctrica Castilla.



Decimos que estamos preocupados del asunto y que vamos a incentivar el desarrollo de energías renovables, pero igual se aprueba un megaproyecto que será el mayor de América Latina y, evidentemente, el más contaminante.



Entonces, no puedo sino pensar que este Gobierno cae en contradicciones y no procede de manera informada y transparente ante la ciudadanía.



Frente a ello, por lo menos cabe señalar que el pequeño y modesto proyecto que nos ocupa significa un pasito adelante. 



Pero me gustaría que el Ejecutivo se decidiera a entregar estímulos. Debiera subsidiar a la industria privada, si es necesario, para que invierta en energías renovables. 



Además, hay que entender que, aunque a lo mejor inicialmente se tenga que pagar un poco más, es importante que exista un medioambiente más limpio y que desechemos el procedimiento usado hasta hoy: buscar el mecanismo más económico, el más fácil, “la salida más rápida”, sin importar que genere la peor calidad de vida para los habitantes.



Vamos a tener que analizar este asunto -está presente el Senador señor Longueira, quien preside la Comisión de Medio Ambiente-, y habrá que verlo con detenimiento. 



Señor Presidente, he aprovechado la ocasión para referirme al caso descrito, porque acaba de ocurrir.



Debemos preocuparnos de definir una política energética y de si van a existir incentivos que fomenten el uso de energías renovables no convencionales. ¿O vamos a seguir con un modelo que sabemos que implica graves costos?



De hecho, hoy en la Comisión de Minería y Energía entregué un breve resumen de un artículo sobre una investigación realizada en la Universidad de Harvard, donde se habla del costo oculto que conlleva para un país (el estudio se refiere a Estados Unidos) mitigar los efectos nocivos para la salud provocados por la contaminación de una termoeléctrica a carbón. Como nación, debiéramos manejar y conocer esos datos y darnos cuenta de que existen costos ocultos, efectos nocivos. 



Por ello, no debiéramos adoptar resoluciones que después pagaremos muy caro, sobre todo las futuras generaciones.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, voy a apoyar la propuesta de eliminar la frase “sin fines comerciales”, porque, desde mi punto de vista, los resguardos se contemplan en el propio texto.



Evidentemente, se correrán ciertos riesgos. Habrá un costo de inversión en todo el sistema de distribución respecto de las entidades o empresas con un giro principal. En el inciso primero del artículo 149 bis se establece para los usuarios finales el derecho de inyectar la energía que generen. Ello no puede ser ilimitado, aun cuando se persigan fines comerciales.



Pero ese resguardo se incluye en el inciso tercero, donde se dispone que un reglamento fijará los topes de inyección máxima que el usuario final podrá realizar. Por consiguiente, existirán límites a ese efecto. 



En tal sentido y dado que el proyecto seguirá su tramitación en la Cámara de Diputados, sería tremendamente importante introducir una enmienda para que tales límites quedaran establecidos por ley -más que por un reglamento-, al objeto de que su fijación no se encuentre sujeta a la arbitrariedad de la autoridad.



Para claridad de la ley, señor Presidente, también es relevante que no quede la impresión de que esa generación de energía solamente puede hacerse con fines comerciales. En tal caso, ello revestiría connotaciones jurídicas distintas. Si se dispusiera que solo tuviera tales propósitos, habría que considerar  todo el tema tributario y las normativas que correspondan en ese ámbito. 



En consecuencia, sería de gran importancia dejar expresamente consignado que las generadoras residenciales pueden tener o no fines comerciales.



Por último, señor Presidente, ahondando en la necesidad de fijar límites, hago presente que, si ello no se realizara, el día de mañana se produciría una competencia desleal. En efecto, alguien podría invertir en una red de distribución; una persona (un cliente final) podría transformar eso en un giro principal de carácter comercial y obtener un excedente casi ilimitado (consumir 10, pero inyectar 100); sin embargo, cuando carezca de capacidad para hacer la compensación que la ley establece, lo más probable es que al vecino el día de mañana, si la distribuidora le cobra tres, él podrá cobrarle directamente dos sin hacer ningún tipo de inversión.



Se trata de una situación de competencia desleal.



En todo caso, señor Presidente, estoy de acuerdo en eliminar la frase “sin fines comerciales”. 



Pero debiéramos fijar un límite. Ojalá quede establecido por ley en el trámite correspondiente en la Cámara de Diputados.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 23 votos contra 3, se rechaza la frase “sin fines comerciales” del inciso primero del artículo 149 bis.



 Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Coloma, Larraín (don Hernán) y Novoa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, corresponde tratar la proposición del Senador señor Horvath para eliminar, en el inciso quinto del artículo 149 bis, nuevo, la siguiente oración:



“Sin perjuicio de lo anterior, los remanentes que se produzcan dentro de un período de doce meses, determinado para estos efectos en el contrato entre el usuario final y la distribuidora, sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado.”.
El señor ORPIS.- Estamos todos de acuerdo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

La señora ALLENDE.- ¿Cómo se vota, señor Presidente?

El señor LAGOS.- ¿Votar “no” significa eliminar el texto leído?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se procede igual que en el caso anterior: se vota “no” para suprimir la oración y “sí”, para mantenerla.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 15 votos, se rechaza la oración referida del inciso quinto del artículo 149 bis, y el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.



 Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).

ACUERDO DE INVERSIÓN ENTRE CHILE Y URUGUAY

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Inversión entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay y sus Anexos”, suscrito en Montevideo, Uruguay, el 25 de marzo de 2010, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6920-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 31ª, en 30 de junio de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del Acuerdo de Inversión es establecer reglas claras que permitan a los inversionistas de ambos países adoptar decisiones de inversión en un ambiente de negocios seguro y transparente.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Larraín (don Hernán), Kuschel, Letelier y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor KUSCHEL.- Pido que abra la votación, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Sí. Votemos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Hay acuerdo para votar sin debate la iniciativa?



--Así se acuerda. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente pone en votación general y particular el proyecto de acuerdo a que se ha hecho referencia.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (17 votos a favor); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar (don Andrés). 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, pidiéndole pronunciamiento y posible patrocinio respecto de REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE DECLARACIÓN COMO TERRITORIO ESPECIAL A PROVINCIA DE ANTÁRTICA CHILENA (Duodécima Región). Al señor Ministro de Educación, requiriéndole acelerar entrada en vigencia de ACUERDO ENTRE MINISTERIOS DE EDUCACIÓN DE ARGENTINA Y CHILE SOBRE HOMOLOGACIÓN DE TÍTULOS PROFESIONALES.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a los señores Intendentes de Los Lagos, de los Ríos, de Aysén y de Magallanes, solicitándoles información y postergación de “PROYECTO DEL CONVENIO MARCO ENTRE REPÚBLICAS DE ARGENTINA Y DE CHILE SOBRE TRANSPORTE LACUSTRE DE PASAJEROS, VEHÍCULOS Y CARGAS Y NAVEGACIÓN LACUSTRE TURÍSTICA Y DEPORTIVA”. Al señor Secretario Ministerial de Agricultura de Aysén y al señor Presidente de la Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de demandarles APOYO A INVERSIONES DE EMPRESA COMERCIAL MARIHUALES PARA CUMPLIMIENTO DE EXIGENCIAS DE UNIÓN EUROPEA RESPECTO DE EXPORTACIÓN DE CARNE DE CORDERO.


Del señor KUSCHEL:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole estudiar APLICACIÓN DE PROGRAMA DE CONTROL DE TERMITAS Y POLILLAS EN VIVIENDAS DE CIUDADES DE REGIÓN DE LOS LAGOS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Justicia, para requerir INFORMACIÓN DE SENAME SOBRE TRAMITACIÓN DE ADOPCIONES. Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de solicitar INFORMACIÓN DE DIRECCIÓN DE OBRAS PORTUARIAS SOBRE PROYECTOS DE MEJORAMIENTO PARA MURO LA PLANCHADA, COMUNA DE PENCO. Al señor Ministro de Salud, pidiéndole remitir ESTADÍSTICAS SOBRE PERSONAS CON DIAGNÓSTICO DE CÁNCER DE PIEL Y FALLECIDOS POR MISMA CAUSA EN ÚLTIMOS DOS AÑOS, e informar acerca de DESARROLLO Y APLICACIÓN DE APITERAPIA CON FINES MÉDICOS EN CHILE. Al señor Comandante en Jefe de la Armada y al señor Alcalde de Penco, para que remitan INFORMACIÓN Y NÓMINA DE CONCESIONES Y DURACIÓN Y USO DE ELLAS EN PLAYA DE PENCO. Al señor Alcalde de la misma comuna, a fin de demandarle información sobre ESTADO MATERIAL DE MURO LA PLANCHADA Y PLANIFICACIÓN DE OBRAS DE MEJORAMIENTO EN PLAYA DE PENCO.

)-------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



No hará uso de su tiempo, como tampoco el Comité Independientes.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

PAVIMENTACIÓN DE CARRETERA AUSTRAL EN TRAMO HORNOPIRÉN-PUERTO MONTT. OFICIOS

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito que se oficie en mi nombre al señor Presidente de la República y al Ministro de Obras Públicas con el objeto de que sea atendida la solicitud del Concejo de Hualaihué respecto de la necesidad de pavimentación de la Carretera Austral, también denominada “Ruta 7”, en el tramo que va desde la capital comunal, Hornopirén, hasta Puerto Montt. 



Se trata de un camino que en la actualidad no presenta las condiciones adecuadas para favorecer el desarrollo que la Región requiere. Es de ripio y peligroso para la seguridad. Asimismo, resulta altamente riesgoso para el transporte de pasajeros. Constituye un obstáculo para el crecimiento de la comuna y de la Región. Impide en forma muy profunda -dadas las limitaciones severas que presenta- que la conectividad pueda jugar un rol de estímulo a la inversión e integración de la zona con el resto de las Regiones del país.



Por lo tanto, se requiere que esta nueva solicitud, reiterada después de muchos años por el Concejo municipal, en particular por su Alcalde, don Freddy Ibacache, sea debidamente atendida.



Mediante este oficio, quiero formalizar que, en mi opinión, el actual Gobierno propicia un severo centralismo por la manera de abordar lo relativo a las obras públicas. 



Durante la legislatura pasada -incluso los integrantes de la Comisión de Obras Públicas del Senado se hicieron presentes en su oportunidad- se dio inicio y se implementó el Plan Chiloé, con un significativo e importante grado de desenvolvimiento en el curso de la Administración de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet. Sin embargo, dicho programa de inversiones se interrumpió. En 2010 tuvimos una severa restricción en los fondos públicos de la Región, pues prácticamente la tercera parte de los destinados a Obras Públicas fueron reasignados con el fin de ocuparlos, según se nos informó en su momento, en las zonas más afectadas por el terremoto y el tsunami. 



No obstante, tales dineros fueron reasignados sin que hubiera necesidad de hacerlo, pues se carece de información en el sentido de que ello era indispensable. Por el contrario, algunos recursos no fueron utilizados en esa Región ni tampoco en las Regiones Octava, Séptima, Sexta y Metropolitana.



En consecuencia, la Región de Los Lagos sufrió una merma en sus fondos sin existir una obligación apremiante que lo aconsejara de esa forma. Por ello, un conjunto de tareas relacionadas con la conectividad y para enfrentar problemas de larga data, lamentablemente, se vieron interrumpidas.



Es deplorable que así haya ocurrido, pues esta situación conlleva un retraso en las perspectivas futuras de la Décima Región y, a mi juicio, confirma el hecho de que hay una mirada que concibe a Obras Públicas orientada esencialmente hacia la zona central del país, sin hacerse cargo del territorio nacional en su integridad.  



Por ese motivo, en mi opinión,  una medida que ayude a comenzar a corregir esta lamentable distorsión y la merma severa que ha sufrido el programa de obras públicas en la Región de Los Lagos -por eso solicito que el oficio se envíe no solo al Ministro de Obras Públicas, sino también al Presidente de la República- sería que el Gobierno se hiciera cargo de continuar el proceso que se venía desarrollando de modo sistemático en el curso de los últimos años -paso a paso, etapa por etapa, tramo a tramo-, tendiente a asegurar una conectividad que llegue al total de las comunas de la Décima Región. 



En este caso, se trata de concluir un programa de inversiones que tenga metas y propósitos claros, con el objeto de que la mencionada Región pueda incluir en su plan de gastos la pavimentación del camino que va desde Hornopirén hasta Puerto Montt.



El Ministerio de Planificación señaló que el proyecto no calza dentro de las evaluaciones para acceder a la categoría RS. Por lo tanto, según sus autoridades no se puede implementar. Eso es, francamente, una mirada muy limitada y estrecha. Perdonando la expresión, es una visión mezquina de lo que es el desarrollo del país. Si fuera por los llamados “RS” las zonas extremas del país no tendrían posibilidad alguna de contar con los niveles de inversión pública que requieren.



En consecuencia, pasando por encima de estas autoimposiciones burocráticas que la autoridad se asigna, hago esta intervención con el sentido de la urgencia que se precisa para que la Región de Los Lagos pueda efectivamente contar con las condiciones de conectividad que aseguren su competitividad e integración con el país. 





--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Por la Democracia tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

FALLECIMIENTO DE ALCALDE DE CARAHUE, SEÑOR HÉCTOR FIGUEROA RAMÍREZ. COMUNICACIONES

El señor TUMA.- Señor Presidente, Honorable Senado:



Hago uso de la palabra embargado con profundo sentimiento de tristeza por el sensible fallecimiento ocurrido hoy en la mañana del Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Carahue, don Héctor Figueroa Ramírez.



Hablo con mucha pena, pues a lo largo de los últimos 10 años en que Héctor Figueroa se desempeñó como máxima autoridad alcaldicia en esa comuna, fui cultivando con él una profunda y sincera amistad, fundada en visiones y valores que compartimos más allá de nuestras diferentes opciones políticas.



Hacer un homenaje para Héctor Figueroa Ramírez resulta fácil, porque hay tanto que destacar de este hombre tan especial. Lo difícil, señor Presidente, es escoger el ángulo desde el cual rendir dicho tributo, porque sobresalió siempre en cada uno de los roles que asumió en su vida.



Primero, brilló como emprendedor independiente. Fue un abnegado trabajador por cuenta propia, tanto en sus actividades comerciales como en su rol de agricultor. Nunca recibió quejas de proveedores ni de clientes; tampoco de sus vecinos o de los trabajadores de su predio. Fue siempre un hombre serio, leal, honesto con quienes se relacionaron con él.



Pese a tener asegurado el éxito económico suyo y de su familia, en 1996 optó por el servicio público, donde brilló. Fue candidato a alcalde. Destacó, como pocos en la Región, mostrando un talante dialogante. 



Debo decir con claridad que él me entregó facilidades que algunos de mi sector no me dieron para cumplir mi tarea de representante popular. Me abrió las puertas de la Municipalidad, sin pedir nada a cambio. Le bastaba mi dedicación a la tarea de la promoción social y del desarrollo económico de la comuna.



Junto a Héctor trabajamos con intensidad en dos áreas especialmente sensibles en la comuna. La primera vinculada a la superación de los déficits habitacionales, y juntos pudimos apoyar a decenas de comités de vivienda que buscaban cumplir el mayor anhelo de cualquier familia: tener el suelo y el techo propios.



La conectividad de las áreas rurales fue otra de sus preocupaciones. Sin caminos no hay posibilidad de desarrollo ni de bienestar para las familias del campo. Compartimos ese juicio y nos pusimos a trabajar. Aún recuerdo cómo subimos en carreta, por huellas apenas perceptibles, por las laderas de los cerros, tratando de llegar hasta un villorrio. Era Ruca Diuca, un lugar especialmente aislado por la carencia de un camino. Juntos concebimos una ruta que uniera el sector con el camino principal de Carahue a Nehuentúe. 



De la misma forma, trabajamos incansablemente en obtener los recursos para diseñar y construir numerosas obras públicas, la última de las cuales fue la pavimentación del camino Puerto Peral-Trobolhue. 



No se puede omitir la decisiva participación de este Alcalde en un sinnúmero de obras de adelanto para la comuna, las cuales permiten hoy la comunicación de cientos de personas humildes que habitan el sector y han mejorado su acceso al agua potable o a una infraestructura adecuada. Tal es el caso de los pescadores de Nehuentúe, que han perfeccionado sus condiciones laborales. 



También cabe mencionar las obras de alcantarillado y pavimentación de Trobolhue, así como la construcción de numerosas sedes vecinales, urbanas y rurales, entre otros muchos adelantos locales en Carahue.



Otra de sus grandes obras, señor Presidente, fueron esas sedes vecinales para cuya obtención logró generar alianzas con distintos servicios del nivel central. Su planteamiento fue siempre el mismo: “No habrá desarrollo social si no hay capacidad de asociación entre los vecinos, y para ello necesitan tener espacios adecuados donde reunirse, donde sentarse a compartir un mate en invierno o donde celebrar las efemérides y aniversarios”.



Señor Presidente, no se pueden omitir en este homenaje las tradicionales fiestas campesinas que este Alcalde promovió durante sus diez años de mandato. No es posible olvidar la famosa “Feria de la Papa” que han hecho famosas a la comuna de Carahue y a la Región, o la preparación del pastel más grande de ese tubérculo, que en la última ocasión alcanzó más de cien metros de longitud.



Su carácter dialogante, prudente, respetuoso, honesto y comprometido como autoridad comunal ha dejado una huella que invito, desde ya, a quienes le sucedan, a imitar y a seguir.



Sin embargo, como suele ocurrir con los grandes servidores públicos, la envidia y la mala fe le hicieron pasar los peores momentos de su vida. Fue acusado injustamente de actos reñidos con la probidad. Desde un primer momento sostuve que no creía en esas acusaciones calumniosas. Tras años de investigaciones y juicios, los tribunales limpiaron su nombre; fue absuelto de todos los cargos que habían sido fraguados buscando intereses políticos mezquinos y subalternos.



Mientras debía enfrentar este episodio tan triste de su vida, se enfermó. Siempre creeré que fueron esos malos ratos, esos dolores del alma que provocan las injusticias los que fueron socavando su salud.



Estimados colegas, en el caso del Alcalde Héctor Figueroa, sus virtudes públicas estuvieron a la par con sus virtudes privadas.



Su valor como emprendedor y como servidor público queda incluso opacado al lado de su condición de esposo, padre y abuelo. Siempre acompañado de su señora, doña Irene Cartes, dio ejemplo de una vida centrada en la defensa de los valores familiares. 



Estuve con Héctor el día viernes recién pasado en su casa. Acudí presuroso al saber del agravamiento de su estado de salud. Me sorprendí al verlo en pie, abriéndome él mismo la puerta de su hogar. Era una bella tarde de fin de verano y me encontré con un hombre valiente y entero, pese a saber ya que sus días con nosotros estaban contados. Me dijo: “Estoy ordenando mis cosas, dando instrucciones; no tengo derecho en estas horas a caer en la desesperación; debo tratar de facilitarle todo este proceso a mi esposa y a mis hijas; es mi deber”. Yo me emocioné al despedirme con un fuerte abrazo. Solo un hombre que no teme a la muerte, porque es consciente del sentido profundo que ha tenido su vida, puede tener esa entereza y valentía.



¡Hasta en tus últimas horas nos diste un ejemplo de humanidad, querido Héctor!



Termino estas palabras enviando mis condolencias, mi cariño y mi solidaridad, en horas tan duras, a su viuda, a sus hijas, a sus nietos y a todos los vecinos de Carahue, que están de luto y que comienzan a sentir la pérdida del Alcalde que más se ha destacado en la zona, de quien ha tenido una de las mejores gestiones en la historia de la comuna. Por sobre todo, se trata de la pérdida de un hombre bueno e íntegro, cuya vida debería ser ejemplo para las actuales y nuevas generaciones de chilenos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, enviaremos, en nombre de todas las bancadas, las condolencias a la familia, a la comuna, a la municipalidad.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira, quien, según entiendo, quiere sumarse al homenaje.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, con profundo dolor me he enterado en esta sesión del fallecimiento de Héctor.



Quiero, en primer lugar, hacer mías las expresiones del Honorable señor Tuma y agradecer, en nombre de la UDI, su gesto, porque creo que ennoblece la política el que un Senador de otro Partido reconozca los méritos de un servidor público que pertenecía al nuestro. 



Tuve el privilegio de recibir a Héctor Figueroa en la UDI hace muchos años y de haberlo acompañado en todas sus campañas y períodos como Alcalde, que sumaron diez años. 



Tengo muy poco que agregar a lo ya dicho, porque creo que las palabras del Senador Tuma lo reflejan entero: fue una persona ejemplar, un servidor público excepcional, un hombre de familia, un militante que levantó las banderas de nuestro Partido en una zona donde no tenemos Diputado ni Senador. Fue recto, virtuoso. 



Como aquí se señaló, sufrió a causa de acusaciones que siempre demostró, con su honestidad, que fueron falsas. Vivió los sinsabores de su actividad, pero también creo que cosechó los frutos de su entrega, de su compromiso, y cambió la comuna. Aquellos que hemos visitado Carahue innumerables veces somos testigos de la gestión municipal brillante que Héctor desarrolló durante diez años.



Así que no solo quiero adherir a este homenaje, en mi nombre y en el de la bancada de Senadores de la UDI, sino también agradecer sinceramente al Honorable señor Tuma por su grandeza y gesto cívico que lo destaca al rendir tributo a un Alcalde de la UDI que nos ha dejado en el día de hoy.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se enviará copia de la intervención del Senador Tuma a la familia y a la Municipalidad.



En el tiempo del Partido Radical Social Demócrata e Independiente, más el que le cedió el Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PROBLEMAS HABITACIONALES SIN RESOLVER EN REGIÓN DEL 

BIOBÍO A UN AÑO DEL TERREMOTO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro para el país que se ha cumplido un año desde el trágico 27 de febrero de 2010, que nos trajo como consecuencia un gran terremoto, acompañado de un tsunami -el quinto mayor sismo en el mundo; el segundo en Chile, después del de Valdivia- y que dejó una estela de destrucción tanto material -82 mil viviendas fueron destruidas o sufrieron serios daños en el Biobío- como, lamentablemente, en lo moral, en la psiquis, en la vida, en el alma de miles de compatriotas que habitan esa zona.



Estamos ante una crisis en materia de reconstrucción en la Octava Región a un año del terremoto, la cual se expresa en que en Talcahuano y Dichato, donde arreció el tsunami, no se ha construido una sola casa. La “zona cero” verdadera fue allí. En ella se produjo el mayor daño, porque se combinaron terremoto y maremoto para la destrucción total del centro, de la base naval, de ASMAR Chile, del casco histórico de Talcahuano y de todo el balneario de Dichato, la mejor playa de la Región y, por qué no decirlo, del sur de Chile, que fue arrasada por el tsunami.



Todavía se escuchan los ecos de la investigación que persigue establecer responsabilidades. Porque en aquella oportunidad se anunció a través de la radio que no había posibilidad de maremoto, que la gente debía quedarse en sus casas, que quienes habían salido de ellas debían volver; que no había que tener miedo ni generar alarma pública.



Eso lo dijeron nuestras autoridades. Y el tsunami se produjo sin que fuera avisado, porque hubo errores que hoy se investigan.



Se han presentado demandas y querellas. Pero ello no devolverá la vida de las personas que fallecieron por efectos de las olas gigantes: 36 en la Región del Biobío, 156 en todo el país.



Sin embargo, creo necesario realizar una evaluación.



Podemos hacer más, mejorar la reconstrucción. Y es lo que pretendemos hoy día.



La visita de la Oposición (encabezada por Ignacio Walker, Presidente de la Democracia Cristiana; Osvaldo Andrade, Presidente del Partido Socialista; Carolina Tohá, Presidenta del Partido Por la Democracia, y José Antonio Gómez, Presidente del Partido Radical Socialdemócrata) el fin de semana del 26 y 27 de febrero dejó muy en claro la voz de la ciudadanía.



Pudo conocer en terreno los campamentos en Talcahuano, Las Salinas, Dichato, El Molino (el mayor campamento de Chile, con más de 700 viviendas de emergencia). Y la opinión fue unánime: existe una profunda necesidad; no hay agua potable; no hay un plazo definido para que las personas salgan de allí; los baños son insuficientes; hay desempleo, abandono, desamparo. 



Espero llamar a la Ministra Magdalena Matte dentro de un rato. Acabo de leer sus declaraciones en “El Mercurio” respecto a la calidad de las viviendas de emergencia, de las mediaguas. Y puedo asegurarle a la Ministra, a quien estimo, que no conozco a nadie en los campamentos -y he recorrido todos los de la circunscripción que represento, al menos los de la provincia de Concepción-, a ni una sola familia que quiera permanecer en ellos.



Todos no hallan la hora de irse, porque pasaron de casas de hasta 150 metros cuadrados construidos a vivir en mediaguas de 18 metros cuadrados; 36 con mucha suerte, cuando las han duplicado con su propio esfuerzo. 



Se hallan hacinados, aburridos, hastiados, derrotados algunos.



Estamos allí para levantarles el ánimo. Pero no solo para ello; también tenemos una responsabilidad: que la reconstrucción se apresure.



¿Cuál es la principal demanda? ¡Agua potable! A pesar de que se dice que tienen agua.



Creo que nadie del Senado, de la Cámara de Diputados o del Gobierno aguantaría una semana en esos campamentos. En ellos no hay dónde ducharse. ¡Dieciséis familias para un solo baño! O sea, lo utilizan, no una persona, ni dieciséis, sino dieciséis por cinco, o por cuatro, porque cada familia tiene mínimo cuatro integrantes; algunas, hasta ocho o nueve. Y todas deben satisfacer sus necesidades básicas.



Además, el baño queda a 100, 150, 200 metros.



Se está viviendo una situación de acumulación de rabia en esos campamentos.



Por eso el Presidente Piñera tuvo que ir a conmemorar el primer aniversario del terremoto a Cobquecura. Allí no hubo tsunami, no hubo ningún fallecido. Fue -comillas- el epicentro, mar adentro, del terremoto.



Y el Presidente le tuvo temor a la gente.



Nosotros le dijimos: “No le tema a la gente. En el Biobío el tema no es con usted, sino con la Intendenta”. Porque la verdad es que la responsabilidad del Ejecutivo se traduce en una pésima gestión de ejecución de los proyectos de reconstrucción a través de la Intendenta, quien tiene un equipo de funcionarios llamados “territoriales”, pero que no son otra cosa que operadores políticos.



El Alcalde de Lota me comentaba que ayer estaban citadas a una reunión, para las 4 de la tarde, cuarenta juntas de vecinos. Iban la jefa de gabinete y el encargado de la reconstrucción del SERVIU; el operador político de Lota, Jaime Acosta. ¡Y el municipio no sabía; no estaba invitado!



Y a pesar de que la Ministra insiste e insiste en que eso va a cambiar, sigue sucediendo hoy día en la Región. Los operadores territoriales de la Intendenta mandan más que el gobernador, más que el seremi, más que el director del SERVIU y, por cierto, mandan más que el alcalde. Porque se jactan de que tienen más poder que el alcalde, e invitan a los vecinos de manera directa, sin intermediación del municipio.



Yo espero, por el bien de la reconstrucción, que esta situación termine. No sé si también ocurre en el Maule. Por lo menos estos llamados “territoriales”, que son contratados por el SERVIU, trabajan a disposición de la Intendencia. Pero, en definitiva, no son funcionarios públicos, aunque se ponen casacas rojas.



Al respecto, quiero pedir que se oficie al Ministerio del Interior, para que nos diga qué debemos hacer los ciudadanos cuando tenemos un “casaca roja” al frente.



¿Estamos ante un funcionario? ¿Ante un operador territorial? ¿Ante una autoridad de Gobierno? ¿Quiénes llevan casacas rojas? Porque estoy un poco confundido, pues estos operadores, que no tienen pasado de “trigos limpios”, llevan casacas rojas al igual que el seremi, que los ministros. Entonces, cuando uno va a terreno, no sabe si son Secretarios de Estado, si son autoridades del SERVIU. ¡Todos son “casacas rojas”!



Siento que se ha cometido un grave error en esta materia en la Región del Biobío y el costo lo han pagado los vecinos.



En la población Aurora de Chile se instaló el concepto de “falsos damnificados”.



En un video se señala -son afirmaciones de la Intendenta, no es ninguna acusación- que “vamos a inventar una historia para que ustedes, que no son damnificados, pasen por damnificados y así asegurar el financiamiento”.



Ese fue el diseño.



Los propios habitantes de esa población, gente honesta, que lleva 40 años de sacrificios, que tiene sus casas impecables y que fueron declaradas inhabitables, denunció la situación. ¡Y lo hizo a este Senador! Me dijeron: “Senador, aquí tiene el audio. Porque nosotros no somos damnificados, sino gente consciente, que sabemos que en la Región del Biobío hay miles de personas que tienen sus casas con daños o que las perdieron y hoy están fuera del subsidio. Y no queremos aprovecharnos de la desgracia ajena. Por lo tanto, como no somos damnificados, no permitiremos que se nos trate como tales; no vamos a recibir un subsidio del Gobierno regulado por un reglamento que establece una calificación que nosotros no cumplimos”.



Fueron los mismos “falsos damnificados” los que denunciaron los hechos.



Y quiero decir que esta situación se agrava día a día. No sé cómo va a terminar.



Los Presidentes de los partidos de la Oposición, de la Concertación, estuvimos en la huelga de hambre que se lleva a cabo en Villa Futuro. Son más de 1.600 familias, cerca de 1.200 departamentos, 400 casas. La realizan los expropiados. Se trata de cinco, siete, nueve bloques de departamentos que el Gobierno ha señalado que va a expropiar, por diversos motivos. En algunos casos porque sí había dos viviendas, pues eran familias con padres separados: una a nombre del marido, que no vivía en ella desde hace 20 años, y otra heredada. Pero a la mayoría, al 90 por ciento de la gente que se encuentra en Villa Futuro como expropiada, le ofrecen entre 9 y 11 milloncitos para comprar otra vivienda. 



Señor Presidente, quien avala esta política no entiende nada del mercado. Las viviendas subieron de precio en la Región del Biobío porque 82 mil 600 quedaron con daños estructurales o totalmente destruidas. De tal manera que encontrar hoy día una usada por 9 millones no es posible. ¡Es una mentira!



Les ofrecen 9 millones, 11 millones, a personas que vivían en viviendas que antes del terremoto costaban más de 14 ó 15 millones. Pero con ese dinero no van a encontrar otra parecida, ni en metraje ni en calidad.



Entonces, iniciaron una huelga de hambre.



Yo quiero saludar a los once pobladores de la Villa Futuro que hoy se hallan en huelga de hambre en la Junta de Vecinos hace ya 14 días, donde hay dueñas de casa con severas descompensaciones, pero que me han dicho: “Senador, nosotros no vamos a transar, porque está jugándose nuestra vida, nuestra casa, en la que estamos criando a nuestros hijos”. 



He conversado con la Ministra Magdalena Matte; también con Pablo Ivelic, Coordinador Nacional de Reconstrucción, quien ha comprometido una visita a la zona y la creación de una mesa de trabajo. 



Espero que esta vez resulte. Porque el 15 de noviembre, en una reunión de casi dos horas de dicha Secretaria de Estado con alrededor de 40 dirigentes se definieron mesas de trabajo que nunca se concretaron, pues a la Intendenta no le gustaban, a su Director del SERVIU tampoco, y no le hicieron caso a la Ministra Magdalena Matte. 



A ella yo le he dicho: “Usted ha tenido vendados los ojos durante muchos meses; espero que se quite la venda y vea lo que pasa en la Región del Biobío, donde no tiene seremi. El señor Matuschka no es seremi suyo, sino de la Intendenta; pertenece al equipo de sus incondicionales. Por lo tanto, no le crea ni le haga caso. Y, por favor, evalúe usted misma. Vaya a la Región, escuche a la gente”. Porque aquí no se requiere ni el discurso del Senador Navarro, ni la visita de los presidentes de los partidos de Oposición, sino que la Ministra escuche y se entere directamente de las dificultades, conversando con los dirigentes, con la gente; entrando a las casas, a los departamentos. 



Creo que ella lo ha hecho, que ha tomado, en mi opinión, una cercanía con el problema, que espero la llene de sabiduría para tomar decisiones. 



La Ministra señaló hoy en “El Mercurio” que el 40 por ciento de las familias que están en las aldeas -campamentos, digamos- no tendrán subsidio de reconstrucción. 



Por otro lado, en Dichato, señor Presidente, después de casi nueve meses, se instalaron containers revestidos con una carpa blanca y los llamaron el “mall de Dichato”. Toda la gente sabe que son containers con carpa blanca. Están bien hechitos y estamos superagradecidos, pero la verdad es que parece una burla llamarles “mall” a un conjunto de containers de metal, adornados, que son muy útiles, pero que no son un mall. 



Lo mismo ocurre con la denominación de “aldeas”. Se trata de campamentos. No tienen agua potable y reúnen todas las características de casas de 18 metros cuadrados, como en los campamentos. 



Reitero que la Ministra manifestó que el 40 por ciento de quienes están en las aldeas -campamentos- no tendrán solución a través de la reconstrucción, es decir, no podrán acceder hoy a una casa nueva vía subsidios del terremoto. ¡Eso es gravísimo! Porque manifestó que se utilizarán los mecanismos normales del Ministerio de Vivienda para resolver su problema; o sea, por medio de la postulación a los fondos sectoriales, que no son de la reconstrucción, por cierto. 



Entonces, ahí tenemos un enredo. 



La Intendenta pretendía otorgar subsidios de reconstrucción a gente no damnificada. Las personas de los campamentos resultaron damnificadas, pero se nos avisa que el 40 por ciento de ellas no tendrá acceso a tales subsidios por no cumplir todos los requisitos para su otorgamiento, pues muchas vivían de allegadas, o arrendaban, o formaban parte de las tres o cuatro familias que compartían una misma casa.



Hoy, el subsidio es para grupos familiares propietarios. Pero resulta que en una vivienda a veces habitaban tres familias. Y llamo familia a la madre soltera, jefa de hogar, con sus dos hijos; al tío o la hermana del propietario de la casa que vivía con su cónyuge o con algunos de sus hijos. Porque esa es la realidad de nuestro país, donde el 52 por ciento de los niños nace fuera del matrimonio. No me refiero al tema de la libreta, sino a la situación concreta de cómo se vive. Y, por cierto, la Región del Biobío no escapa a esos términos. 



Por eso, señor Presidente, porque la crisis aún continúa, quiero solicitar a la Ministra de Vivienda que nos explique por qué no habrá subsidio de arriendo para Villa Futuro o Centinela 2. 



Respecto de esta última, tengo aquí el informe del IDIEM que nos señala que los departamentos de dicha población, ubicada en Talcahuano, son habitables y pueden ser reparados. 



Al Alcalde de Talcahuano, Gastón Saavedra, se le negó durante meses ese estudio. Lo solicitó, lo peleó; hasta insultó para obtenerlo. Pero no se lo quisieron entregar. Lo acabamos de recibir. Y dice lo que presentíamos: que los departamentos de Centinela 2 son habitables, que solo exhiben daños menores en algunas estructuras. La gente en ningún caso debió haber sido desalojada de manera inmediata; podría haber continuado viviendo allí por dos o tres años sin problemas. Pero no, se dio la instrucción de desmantelarla, y la Intendenta ratificó su desmantelación.



Hoy día eso es un caos. Algunas personas están en campamentos; otras, de allegados, con graves problemas; y la mayoría de las 90 familias, resistiendo en un campo desolado de departamentos semidestruidos. 



Se han hecho las cosas “con las patas”, al revés, sin participación ciudadana, con la exclusión de alcaldes y concejales. 



Señor Presidente, yo espero que la señora Ministra de Vivienda, aparte de los antecedentes que nos han llegado sobre los subsidios entregados en cada comuna de la Región del Biobío, nos pueda informar por qué no hay agua potable en las viviendas, en los campamentos, donde las familias deberán permanecer de dos a tres años; también, en detalle, los plazos para una solución respecto del 40 por ciento de familias que hoy viven en campamentos y que no la tendrán ahora a través de subsidios, y, particularmente, qué ocurrirá con los habitantes de Aurora de Chile. 



Ella se comprometió a reconstruir esta población con la mejor calidad, con los mejores estándares, pero eso se ve difícil con los subsidios normales, diferentes de los de la reconstrucción. Porque allí el principal problema no fue el sismo del 27 de febrero, sino el terremoto de la pobreza que se vive desde hace muchos años. 



Con esa información, tendremos claridad sobre un asunto candente en la Región del Biobío. 



Asimismo, voy a apelar para que haya agua en los campamentos, en las viviendas, que es una cuestión de mínima dignidad para vivir. Por tanto, también pido que se oficie a la señora Ministra para que explique por qué no puede haber agua potable en cada una de las viviendas, al menos afuera de ellas, de tal manera de evitar enfermedades y un esfuerzo innecesario que disminuye la calidad de vida de miles y miles de compatriotas que están en los campamentos de la Región del Biobío y de otras ciudades de nuestro país.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

RESTRICCIÓN DE PROGRAMAS DE EMPLEO EN 

REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por último, quiero hacer presente que los programas de empleo en la Región del Biobío, tanto los del CMT cuanto los considerados por los Ministerios del Interior y del Trabajo, están sufriendo una drástica restricción en comunas como las de Lota, Hualqui, Tomé, Penco.



Ello ha provocado movilización social en la zona, que sigue golpeada por el terremoto y el maremoto. Todos los informes técnicos señalan que allí el producto interno ha caído severamente, por lo que hay menos empleo, a pesar de que el INE diga lo contrario. Creo que alguien miente al respecto. 



Por lo tanto, solicito a los Ministerios del Trabajo y del Interior; a la Intendencia de la Región del Biobío, y a los municipios de la zona costera afectada por el terremoto, desde Cobquecura a Lebu, que nos informen respecto del número de personas inscritas en sus dependencias solicitando ocupación; cuáles son los programas de empleo que mantienen de manera real, y cuánta gente ha sido despedida en cada comuna durante el mes de febrero y los primeros días de marzo. 



Si no existe una retención del empleo público en los municipios, se producirá una explosión social en el Biobío. Y no lo señalo como una amenaza, sino como una triste y dramática realidad. La gente se está organizando y va a reclamar por la mantención de los empleos, porque la economía no ha mejorado; porque, en definitiva, muchas de esas personas aún viven en campamentos, y porque su situación económica es dramática. 



He dicho. 



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:43.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 87ª, ORDINARIA, EN MARTES 18 DE ENERO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Educación, señores Cristián Larroulet y Joaquín Lavín, respectivamente. También asisten los Subsecretarios de la Presidencia y de Educación, señores Claudio Alvarado y Fernando Rojas.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones ochenta y cinco y ochenta y seis, ambas ordinarias, de los días 11 y 12 de enero del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago, que señala (Boletín N° 7.434-07).



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indica a continuación:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (Boletín N° 6.759-10).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal (Boletín N° 7.193-07).



Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Boletín N° 7.309-21).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (Boletín N° 3.800-15).



3.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.358-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que prorroga plazo de calificación, otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por ley N° 20.405, y concede acceso que indica para fines particulares que se señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.435-17).



-- Pasa a las Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.212-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el tercero, informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Tuma, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Sergio Abad Antoun (Boletín N° 7.042-07).



-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto, comunica que aprobó, con la enmienda que indica, el proyecto de reforma constitucional relativo a la supervigilancia y control de armas (Boletín N° 5.373-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a las iniciativas que se indica a continuación:



1.- Proyecto de ley que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (Boletín N° 7.064-05).



2.- Proyecto de ley que modifica el artículo único de la ley N° 20.411, de 2009 (Boletín N° 6.831-01).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el penúltimo, solicita el acuerdo del Senado para desarchivar el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título profesional de Geólogo entre aquellos que requieren el grado de licenciado universitario (Boletín N° 5.037-04) -que se encuentra radicado en la Cámara de Diputados-.



-- Se accede a lo solicitado.



Con el último, comunica que ha aprobado la Observación de Su Excelencia el Presidente de la República, formulada al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 474, parte final, del inciso tercero, del Código del Trabajo, y 38, inciso tercero, y 38 bis de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los seis siguientes, remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, 2° de la ley N° 20.015 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a una petición de la Junta de Vecinos N° 9 Orilla del Maule, de la Región del Maule, para que se instalen mesas receptoras de sufragios en el sector.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la precisión de los datos para determinar la cesantía que afecta a la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para aclarar diversos aspectos sobre la gestión técnica del control sanitario en pasos de frontera, que lleva a cabo el Servicio Agrícola y Ganadero. 



Del señor Director Ejecutivo de Pro Empleo, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la precisión de los datos para determinar la cesantía que afecta a la Región del Biobío.



De la señora Secretaria Ejecutiva (S) del Consejo de Monumentos Nacionales, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el alcance que tiene la desafectación de una zona, de su condición de monumento nacional.



Del señor Intendente de la Región de Antofagasta, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el estado de avance del proyecto de reconstrucción de la Prefectura de la Policía de Investigaciones de Tocopilla. 



De la señora Secretaria Municipal de Antofagasta (S), con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en relación con la situación que aqueja a los vecinos agrupados en la Administración del Grupo Habitacional “Aníbal Pinto”, de aquella comuna.



Del señor Juez de Letras, Garantía y Familia, Titular de Isla de Pascua, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, en relación con el procedimiento policial llevado a cabo el 3 de diciembre del año pasado, en Isla de Pascua. 



Del Presidente en ejercicio y del ex Presidente del Consejo Consultivo Previsional, con el que remiten el Informe 2009 sobre el Sistema de Pensiones Solidarias.



-- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



Segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Hacienda y segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.074-05).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.946-07).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.187-04).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.800-15).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrita en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959, y sus Protocolos Adicionales, suscritos en los años 1978 y 2001 (Boletín N° 6.786-10).



De la Comisión Bicameral, relativo al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Calidad y Equidad de la Educación (Boletín N° 7.329-04).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Horvath, señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero y Chahuán, con la que inician un proyecto de ley relativo a la observancia de los días sagrados de la fe Baha’i por sus feligreses (Boletín N° 7.450-07).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto de ley que exige al comercio informar acerca de la composición nutricional de los alimentos que expenden (Boletín N° 7.451-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos, con la que inician un proyecto de ley en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno (Boletín N° 7.452-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre libre acceso a playas y riberas de mar, lagos y ríos (Boletín N° 7.453-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que sanciona a quien se aprovechare de la alteración de un medidor de agua potable (Boletín N° 7.454-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (Boletín N° 7.456-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Girardi para ausentarse del territorio nacional entre los días 20 y 29 de enero del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Orpis, Chahuán, Escalona, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la presentación de un plan de reforma integral al sistema penitenciario (Boletín N° S 1.330-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Incorporar en la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, como si fuera de fácil despacho, el Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo al reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, del que se dará Cuenta en esta sesión.


2) Tratar como si fuera de fácil despacho el proyecto signado con el número 1 de la Tabla, esto es, el proyecto relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (Boletín N° 6.974-06).


3) Tratar en el Orden del Día de la sesión ordinaria del día de hoy el proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación (Boletín N° 7.329-04) y discutirlo en general por dos horas, luego de lo cual se discutirá en particular.


4) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15), hasta las 13 horas del lunes 21 de marzo de 2011, en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Una vez despachado por esta Comisión, dicha iniciativa deberá pasar a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


5) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley destinado a evitar la contaminación por algas de las cuencas hidrográficas (Boletín N° 7.192-12), hasta las 18 horas del día de hoy, martes 18 de enero, en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, quien pide abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al texto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín N° 7.196-06), hasta las 18 horas del día miércoles 19 de enero del año en curso.



Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

HOMENAJE

El señor Presidente del Senado rinde homenaje en memoria del ex Presidente de la República y ex 

Senador señor Eduardo Frei Montalva

El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


En primer lugar hace uso de la palabra el señor Presidente.


A continuación, otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, García, Gómez, Letelier, Larraín y Zaldívar, quienes aluden a las virtudes humanas, intelectuales y profesionales del ex Presidente Frei Montalva, y a sus logros políticos e impronta de estadista.


Al concluir, el señor Presidente invita a los señores parlamentarios y a la familia del ex Presidente Frei Montalva a la realización de un acto en el hall de ingreso al Senado, consistente en el descubrimiento de un busto en su homenaje.


Se suspende la sesión.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo al Reglamento del Comité de Auditoría

Parlamentaria



El señor Presidente anuncia que, en cumplimiento del acuerdo adoptado por los Comités, corresponde ocuparse de este asunto.



El señor Secretario General hace presente que el Reglamento debe ser aprobado con las mismas formalidades que rigen para un proyecto de ley, esto es, la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado.



Añade que la Comisión Bicameral, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó el articulado del Reglamento, con excepción del inciso cuarto del artículo 5°, referido a la renta que percibirán los integrantes del Comité, que contó con los votos favorables de los Senadores señores Gómez, Horvath y Novoa y los Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín, y la abstención del Senador señor Letelier.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor  Horvath, quien entrega un somero informe sobre los principales aspectos contenidos en el Reglamento, haciendo presente, además, que este Acuerdo de la Comisión Bicameral responde al mandato de la ley N° 20.447, de establecer un Comité de Auditoría Parlamentaria -como un servicio común del Congreso Nacional- y de fijar las normas reglamentarias que lo regirán.

- - -



Sometido a votación el Acuerdo, es aprobado por 24 votos a favor, ninguno en contra, ninguna abstención y 2 pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Frei, García, Horvath, Lagos, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



El Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, acordado por la Comisión Bicameral, y aprobado por el Senado, es el siguiente:

Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria

"Párrafo Primero

Objetivos del Comité


Artículo 1°.- El Comité de Auditoría Parlamentaria es un servicio común del Congreso Nacional encargado de:


a) Auditar el uso de los fondos públicos que cada Cámara ponga a disposición de los parlamentarios y los comités para financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Para cumplir este cometido, el Comité deberá atenerse a los criterios que sobre monto, destino, reajustabilidad y uso fije el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias así como a los acuerdos complementarios adoptados por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados.


b) Revisar, en forma previa al examen que les corresponde realizar a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional.


Artículo 2°.- El Comité actuará sobre la base de acuerdos adoptados por la mayoría de sus miembros.

Párrafo Segundo

Funciones


Artículo 3°.- Son funciones del Comité de Auditoría Parlamentaria del Congreso Nacional:


1.- Aplicar procedimientos generales de auditoría a los recursos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.


2.-Proponer al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias medidas y acciones orientadas a perfeccionar la normativa sobre el uso de las asignaciones parlamentarias.


3.-Coordinar con el Senado y la Cámara de Diputados el plan anual de auditoría de las asignaciones parlamentarias.


4.- Desarrollar los procedimientos de auditoría que correspondan, según el caso, de acuerdo con la planificación anual predefinida o con los requerimientos específicos que le formulen las Comisiones de Ética y Transparencia o de Régimen del Senado o de la Cámara de Diputados.


5.-Revisar las auditorías encargadas por el Senado y la Cámara de Diputados sobre sus gastos institucionales y remitir su informe a la respectiva Comisión Revisora de Cuentas, por intermedio del correspondiente Secretario General.


6.-Revisar las auditorías que realice la Biblioteca del Congreso Nacional respecto de la ejecución de su presupuesto y enviar el informe respectivo a la Comisión de Biblioteca.


7.- Elevar, por conducto del Secretario General respectivo, al conocimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados todas aquellas materias que, habiendo sido observadas no se resolvieren cumplido el plazo de treinta días desde que el reparo fue comunicado por escrito.


8.- Absolver las consultas particulares que le realicen los parlamentarios, los comités o los Secretarios Generales sobre el cumplimiento de las normas de control en el uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria.

Párrafo Tercero

De la Composición del Comité, de la elección de sus  miembros y de las funciones del Coordinador


Artículo 4°. El Comité estará integrado por tres profesionales. Uno de ellos deberá tener el título de abogado y otro el de contador auditor. Ambos deberán acreditar, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. El tercero será un especialista en materias de auditoría. Respecto de éste, se preferirá a quienes se hayan desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Serán nombrados por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio a propuesta de la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Para efectuar la referida propuesta, la Comisión Bicameral seleccionará a los candidatos de la nómina que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública.


Los miembros del Comité de Auditoría y el personal que colabore en sus funciones deberán guardar sigilo de los hechos y antecedentes que tomen conocimiento en razón del ejercicio de sus cargos. 


El Presidente de la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso segundo tomará juramento o promesa a los miembros del Comité de Auditoría antes que ellos asuman sus cargos.


Artículo 5°.- Los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria durarán seis años en sus cargos, no podrán ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, en los términos previstos en el inciso final del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Para estos efectos, la Sala de cada Corporación resolverá, previo informe de la Comisión Bicameral indicada en el inciso segundo del artículo precedente, si se configura alguna de las causales señalada en este inciso.


La condición de miembro del Comité de Auditoría es de dedicación exclusiva y, por tanto, incompatible con todo empleo o comisión retribuido con fondos públicos o privados. Se exceptúan los empleos docentes en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, hasta por un máximo de doce horas semanales.


Tampoco podrán ser miembros del Comité los cónyuges ni las personas que tengan relación de parentesco con un Diputado, Senador o con un funcionario del Congreso Nacional hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, ambos inclusive.


Los miembros del Comité de Auditoría recibirán mensualmente como única renta la correspondiente a la Categoría “E” de la Escala de sueldos para los funcionarios del Congreso Nacional, fijada por el Acuerdo Complementario de la ley N° 19.297, con todas las asignaciones allí señaladas, con exclusión de las horas extraordinarias. Al término de su período, no tendrán derecho a indemnización de ninguna especie. El Coordinador del Comité recibirá mensualmente una asignación equivalente al cuarenta por ciento de su sueldo base.


El Comité de Auditoría Parlamentaria funcionará en la ciudad sede del Congreso Nacional.


Artículo 6°.- El Coordinador del Comité de Auditoría Parlamentaria será nombrado por la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y tendrá las siguientes funciones:


1.- Citar a sesión.


2.- Dirigir las sesiones.


3.- Suscribir los acuerdos del Comité, las comunicaciones oficiales que se dirijan a su nombre y los demás documentos que requieran su firma.


4.- Coordinar, en nombre del Comité, las tareas anuales de auditoría.


5.- Poner en conocimiento, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, los acuerdos del Comité de Auditoría Parlamentaria que requieran aclaraciones de los parlamentarios o de los comités en relación con el uso de los fondos públicos que se les hayan asignado.


6.- Ejecutar los acuerdos del Comité.


7.- Asignar las diferentes tareas entre los demás miembros del Comité.


8.- Elevar, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, al conocimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados, según corresponda, las sugerencias hechas a un parlamentario o comité y que no hubieren sido atendidas.


9.- Presentar, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, a las Comisiones de Ética y Transparencia de ambas ramas del Congreso Nacional, a las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, a las Comisiones Revisoras de Cuentas de las dos Corporaciones, y al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, en lo que corresponda, el informe anual que dispone el artículo 66 B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


10.- Remitir, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, el informe sobre auditoría de gastos institucionales a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, en su caso. 

Párrafo Cuarto

Del Plan Anual de Trabajo


Artículo 7°.- Las auditorías que realice el Comité del uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria serán anuales y considerarán períodos de doce meses que se inician cada 1° de Abril. Los informes sobre las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, considerarán el año calendario.


Para los efectos del inciso anterior, el Comité, junto con las Secretarías Generales de ambas Cámaras elaborará un plan anual de trabajo, el que elevará al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias para su aprobación. Este plan deberá contener lo siguiente:


a) un sistema aleatorio por el que se determinará a los parlamentarios o comités que serán auditados durante dicho año. 


b) un calendario de las auditorías que se realizarán al uso de las asignaciones parlamentarias.


c) un procedimiento de análisis de las auditorías relativas a gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Párrafo Quinto

De los Procedimientos de Trabajo.


Artículo 8°.-En el desarrollo del Plan Anual, el Comité de Auditoría considerará:


1) Los preceptos constitucionales, legales y reglamentarios vigentes sobre la materia.


2) Las disposiciones emanadas del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias sobre la naturaleza, destino y uso de los fondos públicos que financian el ejercicio de la función parlamentaria.


3) Las normas de auditoría de general aplicación en la disciplina y las que determine el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias al momento de fijar el correcto uso de una asignación. Estas últimas prevalecerán sobre las primeras.


Artículo 9°- El Comité de Auditoría podrá requerir información administrativa del Senado y de la Cámara de Diputados relacionada con el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.


Las solicitudes deberán efectuarse por escrito a los Secretarios Generales de cada Cámara, quienes dispondrán de un plazo máximo de quince días para entregar la información requerida. Los antecedentes que el Comité podrá consultar deberán referirse a:


a) Documentos que sustenten el pago y la entrega de recursos a Senadores y Diputados y comités parlamentarios de acuerdo a las disposiciones emitidas por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


b) Datos almacenados en los Sistemas de Información de las Corporaciones, que permitan una adecuada aplicación de los procedimientos de auditoría informática.


Artículo 10.- En caso de que no se cumplan los requerimientos del Comité de Auditoría, éste podrá insistir ante las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, según corresponda.


Artículo 11.- Para el cumplimiento de los procedimientos de auditoría, el Comité de Auditoría podrá acordar requerir de los parlamentarios o del representante o jefe de Comité pertinente, antecedentes o efectuarles sugerencias, a fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma en que está utilizando los fondos y recursos asignados. Tales peticiones o sugerencias se efectuarán por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva.


El Secretario General deberá poner en conocimiento del parlamentario o del representante o jefe de Comité respectivo, las peticiones o sugerencia a la brevedad posible.


Por el mismo conducto, los Diputados, los Senadores y los representantes o jefes de los Comités enviarán los antecedentes requeridos o contestarán las sugerencias u observaciones que el Comité de Auditoría les haya formulado.


El Comité de Auditoría deberá solicitar al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias que dicte normas aclaratorias para facilitar la corrección de deficiencias que se detecten en la forma en que se están utilizando los fondos y recursos asignados, cuando existan dudas generalizadas o pueda haber más de una interpretación sobre el correcto uso de una asignación.


Artículo 12.- Si un Comité Parlamentario deja de existir por cualquier causa deberá rendir cuenta ante el Comité de Auditoría Parlamentaria de los fondos y recursos recibidos y que no hubieren sido auditados, en un plazo no superior a treinta días.  Adicionalmente, el Comité de Auditoría podrá solicitar información a los Secretarios Generales de cada Cámara, con el fin de efectuar las correspondientes auditorías.


Artículo 13.- Las observaciones que formule el Comité de Auditoría serán notificadas al parlamentario o al representante o jefe de Comité respectivo por el Secretario General de la Cámara que corresponda para que, dentro de los treinta días siguientes, realice por escrito sus aclaraciones.


Los reparos u objeciones que no sean corregidos en el término señalado, se pondrán en conocimiento de la Comisión de Ética y  Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según sea el caso.


Artículo 14.-Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente a antecedentes graves de que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité de Auditoría realice un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o Comité haya utilizado los recursos y fondos que hubieren recibido.


Artículo 15.- El Comité de Auditoría Parlamentaria deberá remitir a los Presidentes de ambas Cámaras un  informe sobre el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria a que se refiere la letra a) del artículo 1° antes del 30 de junio de cada año.  Dicho informe contendrá una presentación de los hechos relevantes de cada una de las auditorías efectuadas y de las recomendaciones o situaciones especiales que el Comité haya detectado.


El informe anual será presentado también a las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados en cuanto diga relación con observaciones o reparos no corregidos por los Diputados, los Senadores o los Comités, con el fin de que aquéllas las resuelvan.


Asimismo, copia del informe final se remitirá al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias para que adopte las medidas que correspondan.


Los acuerdos  recaídos en reparos u objeciones que el Comité de Auditoría Parlamentaria haya puesto en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según corresponda, serán resueltos por dichas comisiones, a más tardar, el 31 de agosto de cada año.


En el plazo de los cinco días siguientes a la fecha de resolución de las materias señaladas en el inciso anterior, la Mesa de cada Corporación dispondrá la publicación en el sitio electrónico de cada Cámara de las auditorías contenidas en el informe anual.


El Comité de Auditoría Parlamentaria, por intermedio del Secretario General de la Cámara respectiva, deberá enviar a las Comisiones Revisoras de Cuenta del Senado y de la Cámara de Diputados, según sea el caso, el informe indicado en el número 5 del artículo 3°, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los documentos en que consten las auditorías efectuadas a los gastos institucionales de cada Corporación. 


En igual plazo deberá remitir a la Comisión de Biblioteca el informe de la auditoría de los gastos institucionales de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Párrafo Séptimo

Del Financiamiento.


Artículo 16.- La Ley de Presupuestos consultará los recursos necesarios para el funcionamiento del Comité, según lo previene el artículo 22 del Reglamento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


El personal y los recursos que el Comité requiera para el cumplimiento de sus funciones serán aportados por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


Artículo 17.- Los plazos que establece este reglamento serán de días hábiles.


Artículo transitorio.- En tanto el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias no determine el monto, destino, reajustabilidad y criterios de uso de las asignaciones parlamentarias, continuarán vigente los acuerdos adoptados sobre la materia por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, especialmente, en la forma, modo y oportunidad en que deben rendirse.".

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas 

independientes



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes, y que tiene el Boletín N° 6.974-06.



Agrega que la divergencia entre ambas ramas del Congreso se produjo por el rechazo, en la Cámara de Diputados, a la idea de legislar respecto del proyecto despachado por el Senado.



Precisa que la Comisión Mixta, como forma de resolver la discrepancia, propone:



En primer lugar, modificar el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos para armonizarlo, por los cambios que se introducen, con los artículos pertinentes de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que regulan la declaración de candidaturas. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Longueira, Rossi, Sabag y Zaldívar y Diputados señores Ascencio, Becker, Farías y Ward.



En segundo término, aumentar de dos a nueve meses el tiempo de afiliación a un partido político, previo al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas. Igual exigencia se aplicará a los candidatos declarados por partidos políticos inscritos en el último año previo a la elección.



Respecto a los candidatos independientes, se aumenta de dos a nueve meses el tiempo en que no podrán estar afiliados a un partido político para presentar declaraciones de candidaturas. Esta última propuesta se aprobó con los votos a favor de los mismos Senadores y Diputados indicados anteriormente y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Marinovic, quien hizo expresa reserva de constitucionalidad, por estimar que el proyecto atenta contra la igualdad que asegura la Carta Fundamental entre los independientes y los miembros de los partidos políticos.



El señor Secretario General hace presente que esta proposición requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -



La proposición de la Comisión Mixta, es la que sigue:


Incorporar como artículo 1°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 1°.- Reemplázase el vocablo “Los” con que se inicia el artículo 16 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos, por la frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 4° y 9° de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios, los”.


Reemplazar el artículo único del proyecto de ley por el siguiente, que pasa a ser artículo 2°:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios:


1) Reemplázase la expresión “dos” por “nueve” que aparece en los incisos cuarto y sexto del artículo 4° y en el artículo 9°, respectivamente. 


2) Incorpórase la siguiente frase final en el inciso cuarto del artículo 4°: “Igual exigencia será aplicable a los candidatos declarados por partidos políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos en el último año previo a la elección de que se trate.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien formula reserva de constitucionalidad, fundado en la circunstancia de que el proyecto, a su juicio, obstaculiza el derecho de las personas que desean presentar una candidatura independiente a participar en política, a menos que pertenezcan a un partido.



Seguidamente, otorga la palabra al Honorable Senador señor Sabag.

- - -


Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 24 votos a favor, 4 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto de los artículos 1° y 2° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Horvath y Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi y Quintana.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Espina, Novoa, Rossi, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Cantero, quien hace reserva de constitucionalidad respecto del artículo 2° de la iniciativa.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Reemplázase el vocablo “Los” con que se inicia el artículo 16 de la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, por la frase: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 4° y 9° de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios, los”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Reemplázase la expresión “dos” por “nueve” que aparece en los incisos cuarto y sexto del artículo 4° y en el artículo 9°, respectivamente. 


2) Incorpórase la siguiente frase final en el inciso cuarto del artículo 4°: “Igual exigencia será aplicable a los candidatos declarados por partidos políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos en el último año previo a la elección de que se trate.”.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre calidad y equidad de la educación, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre calidad y equidad de la educación, que tiene el Boletín N° 7.329-04.

Agrega que los objetivos principales del proyecto son:



1) Mejorar la calidad y la equidad de la educación escolar por medio de la modernización del Estatuto Docente, para fortalecer el rol de los directores de los establecimientos educacionales municipales y el ejercicio de la profesión docente.



2) Crear un nuevo sistema para la selección de los Directores y de los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal.



3) Incrementar la remuneración de los docentes mejor evaluados.



4) Crear un plan de incentivo al retiro.



5) Entregar un bono especial para los docentes jubilados.



Precisa que la Comisión de Educación le dio su aprobación a la idea de legislar por tres votos a favor, de los Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker (don Ignacio), y dos en contra, de los Senadores señores Navarro y Quintana. 



En cuanto a la discusión en particular, indica que la Comisión efectuó una serie de modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas por mayoría. Además, consigna que el Honorable Senador señor Navarro votó en contra de todos aquellos artículos que fueron aprobados sin enmiendas.



Añade que, por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Educación, por la unanimidad de sus integrantes, con excepción de los artículos 34 A y 34 C contemplados en el número 21 del artículo 1°, que fueron aprobados con el voto a favor de los Senadores señores Chadwick, Frei, García y Lagos, y la abstención del Senador señor Escalona.



Finalmente, hace presente que la letra b) del número 31 del artículo 1° tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



Cabe consignar que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Número 3)


Sustituir en la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis que se reemplaza, la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.

Incorporar el siguiente número 4), nuevo:


“4.- Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 


Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.”.

Número 17)


Pasa ser número 18.


En el inciso tercero del artículo 32 bis, nuevo, que se agrega, añadir, luego de la palabra “declarar”, la frase “previa resolución fundada”.

Número 23)


Pasa a ser número 24, con las siguientes enmiendas:

Letra c)


a) Reemplazar la expresión “de más de 800”, todas las veces que aparece, por la siguiente “de 800”.


b) En el inciso primero, modificar los siguientes guarismos:


i.- “45%”, las dos veces que aparece, por “37.5%”.


ii:- “90%” por “75%”.


iii.- “120%” por “100%”.


c) En el inciso tercero cambiar los siguientes guarismos:


i.- “30%” por “37.5%”.


ii.- “60%”, la primera vez que   aparece, por “75%”.


iii.- “80%” por “100%”.

Número 24)


Pasa a ser número 25.


Sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente:  


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.”.

Número 25)


Pasa a ser número 26.


- Reemplazar el inciso tercero del artículo 70 bis que se sustituye por el siguiente:


“Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.”.


- Eliminar el inciso cuarto del artículo 70 bis propuesto.

Número 26)


Pasa a ser número 27.


Introducir la siguientes modificaciones:


- Reemplazar en el numeral iv. de la letra a) la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.


- Sustituir la letra b) por la siguiente:


“Reemplázase en el inciso segundo la letra “i)” por la letra “j) y sustituyese la conjunción “e”, que la antecede por “y”.


- Reemplazar la letra c) por la siguiente: 


“c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.”.

Número 28)


Pasa a ser número 29.


Reemplazar en el inciso cuarto del artículo 73 bis que se modifica, la frase “a los mecanismos establecidos en los artículos 70 o 70 bis” por “al mecanismo establecido en el artículo 70”.

Número 30)


Pasa a ser número 31.


Sustituirlo por el siguiente:


“31.- Introdúcense  las siguientes modificaciones al artículo 75:


a) Reemplázase en su inciso primero, la frase "refiere el artículo 73", por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis”.


b) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.

Artículo 8°


Reemplazar su letra b), por la siguiente:


“b) En el inciso tercero sustitúyese la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.

Artículo 9°


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo 9- “El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000



Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.

Artículo 10


Sustituirlo por el que siguiente:


“Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.”.

Artículo 11


Reemplazar la frase “Plan de  Acción Municipal en Educación” por la “artículo 10 de esta ley”.

Artículo 12


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”.



b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.



c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.



d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235




e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:



i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040



ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:


“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de primer año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con primer año de enseñanza media.”.


Agregar los siguientes artículos 13, 14 y 15, nuevos:


“Artículo 13. Reemplázase la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400”.



“Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.


“Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464,


“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna.


Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo cuarto


Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto:


“Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.”.

Artículo noveno


Reemplazar en su inciso primero, reemplazar en su inciso primero la frase “y que al 31 de diciembre de 2013” por la siguiente “y que al 31 de diciembre de 2012”.


Agregar los siguientes artículos decimoséptimo, decimoctavo, decimonoveno y vigésimo transitorios:


“Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El Subsecretario de Educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  


Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


“Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.”.


“Artículo decimonoveno.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000 millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000



Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c) Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 


“Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.

- - -



Al comenzar la discusión de este asunto el señor Presidente propone autorizar el ingreso a la Sala de los señores Subsecretarios de la Presidencia y de Educación, lo que así se acuerda.

- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, el señor Presidente otorga la palabra a los Senadores señores Walker (don Ignacio), Gómez, Ruiz-Esquide, Espina, Chadwick, señora Rincón y señores Quintana, Escalona y Girardi.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, con excepción de la letra b) del número 31 del artículo 1°, es aprobado por 25 votos a favor, 4 en contra, ninguna abstención y 1 pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Navarro, Quintana y Ruiz-Esquide.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.



Fundamentan su voto afirmativo, los Honorables Senadores señores Cantero y Letelier.



Funda su voto de rechazo, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación la letra b) del numeral 31 del artículo 1°, cuyo objeto es permitir al profesional de la educación reclamar ante el tribunal del trabajo competente en caso de término de la relación laboral, y solicitar su reincorporación.



Esta disposición es rechazada, en razón de no alcanzar el quórum constitucional requerido, por 4 votos a favor, 1 en contra, 1 abstención y 1 pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Espina.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.



Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier, solicita el acuerdo de la Sala, en conformidad con lo prescrito en el artículo 176 del Reglamento, para repetir la votación, lo que así se acuerda unánimemente.



Repetida la votación, se aprueba la letra b) del número 31 del artículo 1°, por 25 votos a favor, 1 abstención y 1 pareo, de un total de 38 Senadores en ejercicio, cumpliéndose, de esta manera, con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Luego, el señor Presidente somete a discusión las indicaciones formuladas al articulado del proyecto.



El señor Secretario General señala que la primera indicación, suscrita por los Senadores señores Letelier, Escalona, Girardi, Quintana y Navarro, agrega un artículo transitorio, nuevo, en virtud del cual excepcionalmente, y por un plazo de cuatro años, sólo se otorgará subvención escolar a nuevos establecimientos educacionales si demuestran que han logrado funcionar con recursos propios, a lo menos, durante dos años, tienen una oferta educativa que comprenda desde el primer año de educación básica a cuarto año de enseñanza media, acreditan contar con una matrícula del conjunto del establecimiento igual o superior a 500 alumnos y tienen un desempeño en la categoría de autónomo.



El señor Presidente declara inadmisible esta indicación, en conformidad a lo prescrito en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente le otorga la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien sostiene la admisibilidad de la indicación, y solicita, con arreglo al artículo 122 del Reglamento, que la Sala reconsidere la declaración del Presidente..



Sometido a votación este punto, se aprueba la inadmisibilidad de la indicación por 21 votos a favor, 6 en contra y 1 pareo.



Votan por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la admisibilidad, los Honorables Senadores señores Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a discusión las indicaciones del Honorable Senador señor Navarro, cuyo tenor es el siguiente:


“1. Eliminar en el Artículo 1º numerales 5, 6,7

2. 7.b) Modifíquese el inciso final del artículo 24 propuesto en el siguiente sentido:


“Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión en un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres, hayan ejercido funciones docentes al menos durante 6 años en un establecimiento educacional y cuenten con estudios de postgrados en educación, sin que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente articulo.”

3. Agregar al artículo 31 bis inciso segundo, cambiando el punto por coma, la siguiente frase:


“y un representante del Centro General de Padres y Apoderados del establecimiento elegidos por estos”.

4. Para agregar el siguiente articulo permanente, nuevo:


“Los establecimientos educacionales subvencionados y que reciban aporte del Estado deberán propender a garantizar una oferta educativa que comprenda desde el nivel de transición medio menor a cuarto medio”

5. Introducir al Artículo 34 C un nuevo inciso tercero, pasando el tercero a ser cuarto y así sucesivamente, que dice: "Realizados los nombramientos, el Director junto al equipo directivo deberán elaborar un proyecto educativo para el establecimiento, teniendo como base la propuesta de trabajo del Director, el convenio de desempeño suscrito con el sostenedor o el representante legal de la respectiva Corporación Municipal y todos los antecedentes y contextos educativos, económicos, sociales y culturales del establecimiento. Dicho proyecto educativo deberá ser elaborado dentro del primer semestre del año del nombramiento del Director. Para la elaboración del proyecto educativo se establecerán las comisiones de trabajo que se estime necesaria, y se asegurará en el proceso de su formulación la participación de los docentes, asistentes de la educación, los padres y apoderados y los alumnos. Para la adecuada implementación del proyecto educativo los directores podrán postular al Fondo de Apoyo de Mejoramiento Pedagógico para Escuelas Municipales.

6. Para agregar un nuevo literal a), al numeral 22 del artículo 1°, del siguiente tenor, reordenándose los siguientes literales:


a) Para intercalar en el inciso tercero del articulo 70, a continuación del punto (.) aparte se pasa a se un punto (.) seguido, la siguiente expresión: “El proceso de evaluación a que se refiere este articulo deberá tomar en cuenta dentro de los factores a considerar el nivel de aprendizajes y de los avances obtenidos por los alumnos del docente sometido a evaluación. Para estos efectos se deberá diseñar e implementar un sistema de evaluación anual en todos los niveles que permita dar cuenta del nivel de avance en relación al aprendizaje y a otros indicadores de calidad experimentado por los alumnos desde el inicio del año escolar al término de éste.”.

7. Para crear el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Articulo Transitorio.- Excepcionalmente y por el plazo de cuatro años desde la entrada en vigencia del la presente ley, no se podrá proceder al cierre de establecimientos administrados por las municipalidades, sea directamente o a través de corporaciones municipales.”

8. Se propone modificar el artículo 8° inciso segundo a continuación de los dos puntos. Articulo 8°.- “...Para la determinación de dichos montos se considerará:

- Un 10% por partes iguales entre las municipalidades;

- Un 30 en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 60% en función directa del toral de alumnos vulnerables matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.

9. Introducir al proyecto un artículo 9° nuevo:


Articulo 9°.- Créase un Fondo de Mejoramiento Pedagógico para Escuelas Municipales - en adelante, “El Fondo”- administradas directamente por los municipios o a través de corporaciones municipales, destinado a financiar la adecuada implementación del proyecto educativo que impulsará el equipo directivo del establecimiento.

Mediante resolución exenta, del Ministerio de Educación, con la visación de la Dirección de Presupuestos, que podrá dictarse una vez promulgada esta ley, se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:

1) Un 10% por partes iguales entre las municipalidades.

2) Un 20% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar anterior;

3) Un 70% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna.

Para acceder a dichos recursos, las municipalidades deberán presentar y aprobar ante al Ministerio de Educación un proyecto educativo de cada establecimiento, que comprenda el programa, las metas a alcanzar, las acciones a desarrollar, los costos asociados a cada una de éstas y los respectivos plazos para su ejecución y los informes de avance posteriores que contengas las acciones que se financiarán.

Un 50% de los recursos correspondientes a la municipalidad, serán entregados por el Ministerio de Educación una vez presentados y aprobado el proyecto educativo antes señalado. El resto de los recursos serán puestos a disposición de la municipalidad en conformidad al avance de las acciones incluidas en el programa.

Durante el mes de diciembre de cada año, el Ministerio de Educación instruirá a las municipalidades respecto del contenido y la forma en que deberá ser presentado el programa, los informes de avance posteriores, así como el procedimiento que se aplicará para la aprobación de los programas.

El Fondo a que se refiere este artículo contará anualmente con un monto no inferior a $27.000 millones de pesos. A contar de su segundo año de vigencia el monto de este Fondo será fijado anualmente en la Ley de Presupuestos respectiva.

La Subsecretaría de Educación determinará mediante resolución exenta, suscrita por la Dirección de Presupuestos el monto a que accederá cada municipalidad, en función de los porcentajes señalados en el inciso segundo, los que serán transferidos mediante decreto exento del Ministerio de Educación.

Las municipalidades o corporaciones municipales sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud del presente artículo al financia miento del proyecto educativo a que se refiere el inciso primero. La utilización en fines distintos a los expresados será sancionada de conformidad a la escala de penas que contempla el artículo 233 del Código Penal.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los Alcaldes que incurran en una aplicación indebida de los fondos a que se refiere este artículo incurrirán en la causal de notable abandono de deberes conforme a lo establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica de Municipalidades.

El cumplimiento del programa de la Acción Municipal Educativa que se financiará con cargo a ese artículo será parte del convenio de desempeño del director del establecimiento.”.

El proyecto de ley de Calidad y Equidad de la Educación debe definir qué se entiende por “Plan de Acción Municipal en Educación” referido en los Artículos 8° A, 8° B, 8° C y cuáles son las áreas que éste podrá incorporar.


10. En el artículo 1 numeral 25 letra a) reemplácese la frase “el empleador” por “el Estado”.

11. en el artículo 1 numeral 26 del proyecto de ley inciso tercero, elimínese la frase “o a través de terceros.”

12. En el artículo 1 numeral 29 letra d) inciso 4, agréguese entre las palabras “negado” y “a” la voz “injustificadamente”.

13.- En el artículo 1 numeral 31 letra b) agréguese el siguiente nuevo inciso final: “Sin embargo, si el docente reclamara de su desvinculación ante la inspección del Trabajo, el plazo señalado en el inciso anterior se aumentará en 30 días más”.


14. En el artículo 3 inciso segundo del proyecto de ley agréguese a continuación de la voz “distribución” antecedida de una coma, la frase “y fiscalización”.

15. En el artículo 3 inciso tercero agréguese a continuación del punto seguido, la frase que sigue: “Las personas naturales o jurídicas que presten asesoría técnicas pedagógicas deberán anualmente informar al Ministerio y publicar en sus sitio web la memoria sobre su gestión, utilización de lo recursos recibido por el Estado, sus logros, objetivo futuro, y clientes”.

16. En el artículo 9 del proyecto inciso tercero a continuación de la frase Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, agréguese la siguiente frase: “Este órgano deberá indicar la metodología utilizada para la determinación de la vulnerabilidad, los parámetro utilizados y lo resultados arrojados, indicando e informando con claridad en su sitio web si el porcentaje del fondo asignado por vulnerabilidad alcanza a cubrir los retiros de lo profesores”.

17. En el artículo 10 inciso segundo del proyecto de ley, agréguese la siguiente frase a continuación de la palabra “educacional”, antecedida de una coma: “principalmente en establecimientos municipales mas vulnerables.”

18. Modifíquese el numeral 7 del articulo 1 del proyecto para modificar el artículo 15 del D.F.L 1, agregando los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando el inciso que parte con “Estos serán organismos técnicos...” a ser cuarto:

“Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un Acta numerada de sus sesiones.

Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento”.

19. Modifíquese el número 12 del artículo 1 del proyecto de ley para agregar al artículo 26 del D.F.L. 1, el siguiente inciso final nuevo:

“El docente que, estando en la categoría de destacado en virtud del proceso de evaluación a que se refiere el artículo 70 de la presente ley, hubiere permanecido en la dotación docente en la calidad de contratado por cinco o más años continuos pasará a integrarla en calidad de titular.”.

20. Elimínese el actual Número 16 del artículo 1 del proyecto y reemplácese el artículo 31 bis por el siguiente:


16.- Artículo 31 bis.- Créase un sistema de acreditación para concursar y desempeñarse como directivo de establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado, el cual será obligatorio a partir del año 2014. Este sistema asegurará que los directivos escolares posean altos estándares de desempeño asociados al liderazgo escolar y la gestión y a lo menos fomentará:

a) La adquisición y aplicación de liderazgo educativo y de conocimiento administrativo.

b) El encuadramiento ético de este personal.

c) La definición de las cualidades prácticas de la dirección escolar.

d) La responsabilidad por la entrega de un servicio de calidad.

Poseerá dos tipos de certificación. Una dirigida a los aspirantes a cargos directivos o técnico pedagógicos y otra dirigida a formadores de líderes educativos, tanto directivos como técnico pedagógicos.

La primera certificación, se realizará a través de cursos. Será obligatoria para todos los profesionales que aspiren a ocupar cargos directivos y/o la función técnico pedagógica en los establecimientos educacionales que reciben subvención y/o aportes del Estado.

La segunda será voluntaria y de carácter individual. Podrán certificarse los profesionales de la educación, que poseyendo la primera certificación, se encuentren ejerciendo funciones directivas o técnico pedagógicas y aspiren a convertirse en formadores de líderes educativos.

La Agencia de Calidad de la Educación validará esta última certificación, la cual se podrá otorgar a los docentes directivos o técnico pedagógicos por un máximo de 5 años, renovable tantas veces como el profesional postule y apruebe las evaluaciones que establezcan para obtener esta certificación. Esas evaluaciones al menos incluirán: Evaluación de las competencias de los aspirantes a formadores de directivos; Entrega de muestras documentadas del liderazgo escolar y desempeño escolar o profesional de los aspirantes a formadores de directivos; Reconocimiento de aprobaciones educacionales y de estudios administrativos de los aspirantes formadores de directivos; Información confidencial de jueces respecto del desempeño de los candidatos a ser formadores de líderes educativos; Recomendaciones y evaluaciones para la acreditación por un panel de pares.”

21. Agregar al artículo 31 bis inciso segundo, cambiando el punto aparte por coma, la siguiente frase: “, y un representante del Centro General de Padres y Apoderados del establecimiento elegidos por estos.”

22. Sustitúyase el actual numeral 17 por el siguiente:

“17. Reemplazase el artículo 32 por el siguiente: “Articulo 32. Los directores que hayan certificado individualmente competencias a través del sistema señalado en los incisos cuarto y quinto del artículo 31 bis, tendrán derecho a percibir una bonificación adicional trimestral por el período que sean certificados, siendo esta equivalente a un 60% de la asignación que se establece en el inciso tercero del artículo 51 del presente DFL, de Educación. Además, estos profesionales tendrán derecho a utilizar el 10% de sus horas de contrato para los efectos de realizar la acción de formación de otros líderes instruccionales o redes de éstos en la administración en que cumplen servicio o en otras cercanas, debiendo en este último caso contar con la autorización de su sostenedor. Igualmente el personal directivo y técnico pedagógico que haya certificado competencias en este sistema individual, podrá percibir por el tiempo que dure su certificación, una bonificación adicional trimestral equivalente a un 40% de la asignación que se establece en el inciso tercero del artículo 51 del presente DFL.

Todas estas asignaciones se elevarán a un 100% en el caso de los directores y un 70% en el caso de otros directivos y profesionales cuya función sea técnico pedagógica, cuando estos profesionales presten servicio en un establecimiento con matrícula especialmente vulnerable, usando para identificar a estos establecimientos los criterios que define la ley de subvención escolar preferencial Nº 20.248 en el caso de la educación pre básica y básica y los criterios que define la JUNAEB para el otorgamiento de la alimentación escolar en el caso de educación media.”.”.

23. En el numeral 21

a. elimínese el “Artículo 34 B”.-


b. introducir al Artículo 34 C un nuevo inciso tercero, pasando el tercero a ser cuarto y así sucesivamente, que dice:

“Realizados los nombramientos, el Director junto al equipo directivo deberán elaborar un proyecto educativo para el establecimiento, teniendo como base la propuesta de trabajo del Director, el convenio desempeño suscrito con el sostenedor o el representante legal de la respectiva Corporación Municipal y todos los antecedentes y contextos educativos, económicos, sociales y culturales del establecimiento. Dicho proyecto educativo deberá ser elaborado dentro del primer semestre del año del nombramiento del Director. Para la elaboración del proyecto educativo se establecerán las comisiones de trabajo que se estime necesaria, y se asegurará en el proceso de su formulación la participación de los docentes, asistentes de la educación, los padres y apoderados y los alumnos. Para la adecuada implementación del proyecto educativo los directores podrán postular al Fondo de Apoyo de Mejoramiento Pedagógico para Escuelas Municipales”.

c. Artículo 34 D; reemplazar el inciso 3, por el siguiente:

“Para estos efectos se constituirá una Comisión Calificadora que estará integrada por 3 representantes del Consejo de Alta Dirección Pública elegido por una lista de profesionales aprobadas por el propio Consejo.”


d) Sustitúyase el literal c) del numeral 21 del artículo 1° por el siguiente:


“c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto nuevos:

24. “En el caso del director del establecimiento la asignación de responsabilidad directiva variará entre un 25% y un 200%. Su valor aumentará proporcionalmente en función de la ponderación de los siguientes factores:

1. Un 50% en función directa al total de alumnos matriculados en el establecimiento en el año calendario anterior.

2. Un 50% en función del índice de vulnerabilidad escolar de los alumnos matriculados en el establecimiento, en función de los criterios que define la ley de subvención escolar preferencial Nº 20.248 en el caso de la educación pre básica y básica y los criterios que define la JUNAEB para el otorgamiento de la alimentación escolaren el caso de educación media.

El monto definitivo que le corresponda a cada establecimiento será determinado anualmente por resolución exenta del Ministerio de Educación visada por la Dirección de Presupuestos.

En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.”.

25. Agréguese un nuevo numeral 22 bis al artículo 1°, reenumerándose los siguientes:


“22 bis Modificase el artículo 69 del D.F.L 1 en el siguiente sentido:

a) Para sustituir en su inciso segundo, la expresión “33 horas” por “29 horas” y agregar luego del punto (.) final, que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración “y cuatro horas no lectivas destinadas al trabajo técnico entre pares para la preparación, análisis, evaluación y mejora de las clases y del proceso de enseñanza aprendizaje de los alumnos.”.

b) Para sustituir en su inciso cuarto, la expresión “32 horas 15 minutos” por “28 horas 15 minutos” y agregar luego del punto (.) seguido, que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración “y cuatro horas no lectivas destinadas al trabajo técnico entre pares para la preparación, análisis, evaluación y mejora de las clases y del proceso de enseñanza aprendizaje de los alumnos.”.

26. Agregar un nuevo literal a), al numeral 22 del artículo 1°, del siguiente tenor, reordenándose los siguientes literales:

“a) Para intercalar en el inciso tercero del artículo 70 del D.F.L 1, a continuación del punto (.) aparte que pasa a ser punto (.) seguido, la siguiente expresión: “El proceso de evaluación a que se refiere este artículo deberá tomar en cuenta dentro de los factores a considerar el nivel de aprendizajes y de los avances obtenidos por los alumnos del docente sometido a evaluación. Para estos efectos se deberá diseñar e implementar un sistema de evaluación anual en todos los niveles que permita dar cuenta del nivel de avance en relación al aprendizaje y a otros indicadores de calidad experimentado por los alumnos desde el inicio del año escolar al término de éste.”.

27. Modifíquese el numeral 25 en el siguiente sentido:

1. Para reemplazar en el literal a) que modifica el inciso séptimo del artículo 70 la expresión "al año siguiente" la segunda vez que aparece por “al año subsiguiente”.

2. Para sustituir la letra b), que agrega un nuevo inciso octavo al artículo 70, por la siguiente:

“Para los efectos de lo dispuesto en el literal a) del inciso tercero del artículo 7° bis de la presente ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio, sin necesidad de esperar una nueva evaluación a que se refiere el inciso precedente.”.

28. Elimínese el actual numeral 25 y reemplácese por el siguiente: “numeral 25, Derógase el artículo 70 bis.”.

29. Modifíquese el numeral 28 del artículo 1°, que modifica el artículo 73 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyase el literal b) por el siguiente:

“b) Reemplazase el inciso segundo por el siguiente:

“Para determinar él o los profesionales de la educación al que en virtud del inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral se deberá proceder con independencia de su calidad de titulares o contratados, en primer lugar con quienes, tengan, de acuerdo al artículo 72 de la presente ley, salud incompatible para el desempeño de la función; si esto no fuese suficiente se proseguirá con los profesionales que tengan menor nivel de perfeccionamiento para el desempeño de sus funciones. Para efectos de determinar el nivel de perfeccionamiento se tomará la relación existente entre las horas de perfeccionamiento y la trayectoria docente.”.”.

b) Sustitúyase el literal c) por el siguiente:


“Sustitúyase el inciso tercero por el siguiente:

“En caso de igualdad absoluta de todos los factores señalados en el inciso anterior, decidirá el sostenedor, previa consulta al director del establecimiento educacional y al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal.”.”.

c) Para agregare! siguiente literal d), nuevo:

“d) Para agregar en el inciso cuarto a continuación de la expresión “del empleador”, la siguiente frase “con cargo al Fondo que establece el artículo 8° de la ley de Calidad y Equidad Educativa”.

30. Modifíquese el numeral 29 del artículo 1°, que agrega un nuevo artículo 73 bis en el siguiente sentido:

a) Para eliminar en su inciso primero la expresión “50% del”.

b) Para sustituir en su inciso segundo la expresión “en los artículos 70 y 70 bis de esta ley” por “en el artículo 70 de esta ley.”.”.
- - -



El señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien explica su sentido y alcance.



Sometidas a votación estas indicaciones, son rechazadas en su totalidad por 22 votos en contra, 2 a favor, 2 abstenciones y un pareo, quedando, en consecuencia, aprobado el resto del articulado y despachado el proyecto en este trámite.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Rossi y Tuma.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -



Queda terminada la tramitación de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:


1. Sustitúyese en el artículo 1°, la frase "decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1992" por la siguiente: "decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación".


2. Elimínase en el inciso primero del artículo 7º, la coma (,) que sigue a la expresión "para la función" y agrégase la siguiente frase "o del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 24,".


3. Reemplázase la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis, por la siguiente:


"a) En el ámbito administrativo: organizar, supervisar y evaluar el trabajo de los docentes y del personal regido por la ley Nº 19.464. En el ejercicio de estas facultades podrá  proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados según lo establecido en el artículo 70 de esta ley; proponer al sostenedor el personal a contrata y de reemplazo, tanto docente como regido por la ley Nº 19.464; designar y remover a quienes ejerzan los cargos de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico del establecimiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 C de esta ley; ser consultado en la selección de los profesores cuando vayan a ser destinados a ese establecimiento; proponer al sostenedor los incrementos de las asignaciones contempladas en el inciso primero del artículo 47 y las asignaciones especiales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del mismo artículo; y promover una adecuada convivencia en el establecimiento.".


4.- Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo: 


“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 


Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.


5.- Reemplázase en el artículo 10 la frase "la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza" por la siguiente: "el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación".


6.- Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso segundo, pasando el actual, a ser tercero:


“Los docentes tendrán derecho a ser consultados por el Director en la evaluación del desempeño de su función y la de todo el equipo directivo, así como en las propuestas que hará al sostenedor para mejorar el funcionamiento del establecimiento educacional.".


7.- Intercálanse en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero, pasado el actual segundo, a ser cuarto:


“Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.


Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento.".


8. Reemplázase en el inciso final del  artículo 21 la frase "comunicadas al Departamento Provincial de Educación correspondiente" por la siguiente: "determinadas por el sostenedor respectivo mediante resolución fundada. Ésta deberá publicarse en la página web del municipio o estar siempre disponible a quien lo solicite".


9.- Derógase el artículo 23.


10.- Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase "la Secretaría Regional Ministerial Educacional correspondiente" por la siguiente: "el director del establecimiento educacional con acuerdo del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal".


b) Agrégase el siguiente inciso final:


"Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.".


11. Elimínase en el inciso final del artículo 25, la siguiente oración: ”Las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de cinco años.".


12. Elimínase en el inciso segundo del artículo 26, el adverbio "no".


13. Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión "dos veces" por la expresión "al menos una vez".


b) Elimínase el inciso segundo.


14. Reemplázase la letra a) del artículo 30 por la siguiente:


"a) Técnico pedagógica, con excepción de la de los Jefes Técnicos.".


15. Reemplázase el inciso segundo del artículo 31 por el siguiente:


"El secretario municipal de la respectiva comuna actuará como ministro de fe.".


16. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:


"Artículo 31 bis.- Establécese el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales:


Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.


Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.


Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.


Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.


Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.".


17. Sustitúyese el artículo 32, por el siguiente:


"Artículo 32.- El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, deberá definir el perfil profesional del director, el que podrá considerar los siguientes aspectos: las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor. Para estos efectos, el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web.


El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.


En la misma fecha de la publicación mencionada en el inciso anterior, las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público que el Ministerio administrará para apoyar la difusión de los concursos.


Asimismo, desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño a que hace referencia el artículo 33.".


18.- Agrégase el artículo 32 bis:


"Artículo 32 bis.- La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil definido en el artículo anterior, entrevistas a los candidatos y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor.


El proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Estas asesorías deberán ser elegidas por el miembro de la comisión calificadora del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o su representante y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.


Con posterioridad, la comisión calificadora deberá entrevistar a cada uno de los candidatos preseleccionados, proceso para el cual podrá contar con apoyo externo. Luego de ello, la comisión calificadora deberá presentar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados. Dicha nómina contará con un mínimo de tres y un máximo de cinco candidatos, los que serán presentados al sostenedor quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar, previa resolución fundada,  desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo concurso.


En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.


El nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34 de la presente ley.


Si el director designado renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la nómina presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.


Un reglamento determinará los requisitos y las tareas que deberá cumplir la asesoría externa en el proceso de preselección, considerando la matrícula, la ruralidad y otras características del establecimiento educacional respectivo.".


19. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:


"Artículo 33.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los directores de establecimiento educacionales suscribirán con el respectivo sostenedor o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal un convenio de desempeño.


Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar por el director anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento.


Asimismo, el convenio de desempeño deberá regular la forma de ejercer las atribuciones que la letra a) del artículo 7° bis de esta ley, entrega a los directores.


Los convenios tendrán una duración de 5 años contados desde el nombramiento del director del establecimiento educacional, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el director en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.


En caso de que sea necesario reemplazar al director del establecimiento, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.".


20. Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:


"Artículo 34.- El Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.


Corresponderá al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.


El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sean insuficientes de acuerdo a los mínimos que establezca. En este caso se deberá realizar un nuevo concurso sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 33.".


21. Agréganse los siguientes artículos:


"Artículo 34 A.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación antes de asumir al cargo de director de establecimiento educacional, y  el cese de funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.


Artículo 34 B.- En los casos en que el director del establecimiento educacional haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 C.- Los profesionales de la educación que cumplan funciones de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico serán de exclusiva confianza del director del establecimiento educacional. Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.


El director podrá nombrar en los cargos mencionados en el inciso anterior a profesionales que pertenezcan a la dotación docente de la comuna respectiva. Tratándose de profesionales externos a la dotación docente de la comuna, el director del establecimiento educacional requerirá de la aprobación del sostenedor para efectuar sus nombramientos.


Cuando cesen en sus funciones los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir los cargos a que se refiere este artículo, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley; o a poner término a su relación laboral con  una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación que establece el artículo 51 de esta ley.


En los casos en que los profesionales no hayan pertenecido a la respectiva dotación, sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 D.- Los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, sea cual fuere su denominación, serán nombrados mediante un concurso público.


Dichos funcionarios serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico. La administración de este proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública.


Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.


Artículo 34 E.- El sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 


A estos concursos podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica.


Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.


Si el Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.


Artículo 34 F.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal suscribirán el convenio de desempeño con el respectivo sostenedor.


Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.


El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar al sostenedor y al concejo municipal anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.


Los nombramientos tendrán una duración de 5 años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el titular en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.


El sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño. Cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos podrá pedir la renuncia anticipada del Jefe del Departamento Administración de Educación Municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso.


En caso de que sea necesario reemplazar al Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.


Artículo 34 G.- Los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal gozarán de una asignación de administración de educación municipal.


Esta asignación se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional para docentes de enseñanza media y alcanzará los siguientes porcentajes mínimos de acuerdo a la matrícula municipal total de la comuna. En caso de que ésta sea de 399 o menos alumnos, será de un 25%; en caso de que sea de entre 400 y 799 alumnos, la asignación será de un 75%; en caso de que sea de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 150%; y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 200%.


La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.


Artículo 34 H.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respetiva dotación antes de asumir al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, y el cese de sus funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 34 G.


Artículo 34 I.- En los casos en que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente si existe disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 J.- En aquellas comunas que tengan menos de 1200 alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, los concursos para Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal serán convocados y administrados por las municipalidades. Ésta pondrá todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.


La selección del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá someterse al procedimiento establecido para la selección de directores de establecimientos educacionales, contemplado en los artículos 31 bis y siguientes de esta ley, con excepción de la integración de la composición de la comisión calificadora. En estos casos dicha comisión deberá estar compuesta por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por éste; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido designado por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.


En las situaciones a que se refiere este artículo, el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.".


22. Elimínase en el inciso segundo del artículo 46 la frase:


"El reglamento y sus modificaciones serán comunicados a la Dirección Provincial de Educación.".


23. Elimínase el punto final (.) del inciso segundo del artículo 47 y agrégase la siguiente frase "y a la evaluación que realicen según lo establecido en el artículo 70 bis.".


24. Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero reemplázase la frase "hasta los siguientes porcentajes máximos" por la siguiente frase: "los siguientes porcentajes mínimos".


b) En el inciso segundo agrégase a continuación de la palabra "cuenta" la expresión ", entre otras,".


c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:


"Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 75% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 100%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 37,5%..  


La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.


Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en los establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos, la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 75%, y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos, será de un 100%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.".


25. Modifícase el artículo 70 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente: 


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.”.


b) Agrégase el siguiente inciso octavo, pasando el octavo a ser noveno y así sucesivamente:


"Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo letra a) del artículo 7° bis de esta ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio o básico.".


26. Sustitúyese el artículo 70 bis, por el siguiente:


"Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar  sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.


Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.


Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.".


27. Modifícase el artículo 72 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la letra b), por la siguiente:


"b) Por falta de probidad, conducta inmoral, establecidas fehacientemente en un sumario, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883, en lo que fuere pertinente, considerándose las adecuaciones reglamentarias que correspondan.


En el caso que se trate de una investigación o sumario administrativo que afecte a un profesional de la educación, la designación del fiscal recaerá en un profesional de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor.".


ii. Agrégase en la letra c), el siguiente párrafo segundo: 


"Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada la inasistencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.".


iii. Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra h):


"Se entenderá por salud incompatible, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o por maternidad.".


iv. Agrégase la siguiente letra l):


"l) Por disposición del sostenedor, a proposición del director del establecimiento en el ejercicio de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7° bis de esta ley, tratándose de los docentes mal evaluados en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de esta ley. Para estos efectos, los establecimientos que contaren con menos de 20 docentes podrán poner término anualmente a la relación laboral de un docente.".


b) Reemplázase en el inciso segundo la letra "i)" por la letra "j)" y sustitúyese la conjunción "e", que la antecede por "y".


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

"
“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.”.


28. Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la letra "i)" por la letra "j)".


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


"Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder, en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres, y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida, con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.".


c) Suprímense los incisos tercero y cuarto.


29. Agrégase el siguiente artículo 73 bis:


"Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:


a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.


b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.


c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.


d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.


Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.


Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 de esta ley, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.


Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo al mecanismo establecido en el artículo 70 de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.


Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.".


30. Reemplázase el inciso primero del artículo 74, por el siguiente:


"Dentro de los 5 años siguientes a la percepción de las indemnizaciones a que se refieren los artículos 73 y 73 bis, el profesional de la educación que la hubiere recibido, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación.".


31.- Introdúcense  las siguientes modificaciones al artículo 75:


a) Reemplázase en su inciso primero, la frase "refiere el artículo 73" por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis”.


b) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.


32. Elimínanse del artículo 77 sus incisos segundo y tercero.


Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 15 de la ley N° 19.715 por el siguiente:


"Artículo 15.- La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


Esta asignación tendrá el carácter de imponible y tributable y tendrá una duración de 4 años contados desde el mes de marzo del año de la postulación, salvo que, con anterioridad al término de los 4 años, el profesional obtenga una nueva acreditación en el mismo u otro tramo, caso en el cual comenzará a regir un nuevo período de 4 años.".


Artículo 3º.- Créase un fondo para el financiamiento de las asesorías externas para efectos de implementar el mecanismo de selección directiva establecidas en el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Un reglamento determinará los requisitos para acceder a estos recursos y su forma de distribución.


El Fondo a que se refiere este artículo tendrá una duración de 5 años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 4°.- Créase por una sola vez una asignación denominada "bono especial para docentes jubilados", en adelante el bono, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se encuentren jubilados a diciembre de 2010.


Tendrán derecho a percibir este bono aquellos profesionales de la educación que registren 300 o más meses de cotizaciones continuas o discontinuas en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile y que hayan trabajado por un mínimo de 10 años en establecimientos educacionales fiscales o en establecimientos municipales administrados directamente o a través de corporaciones municipales y que la suma de sus pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Para estos efectos se considerarán todo tipo de pensiones y beneficios previsionales, cualquiera sea su naturaleza y origen. Se calcularán en base al valor promedio que la suma de ellos hayan tenido en los últimos 6 meses.


En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000.


En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000.  Tratándose de pensiones y beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $1.000.000.


El bono precedente no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.  No serán beneficiarios de este bono quienes hayan obtenido beneficios superiores a los $2.000.000 por la aplicación de cualquiera de las siguientes disposiciones: con lo establecido en los artículos segundo y tercero transitorio de la ley Nº 20.158; con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.933; con lo establecido en el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.715; con lo establecido en la ley 19.504, y con lo establecido en los artículos 8° y 9° transitorios de la ley Nº 19.410.


El mecanismo de acreditación de los requisitos establecidos para el otorgamiento de este bono, su forma de implementación y de pago será fijado a través de un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministerio de Hacienda.


No existirán beneficiarios de este bono en caso de fallecimiento del profesional de la educación que podría haber sido causante del beneficio, siendo este intransmisible.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1. Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:


i. Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9°(incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,74658
	0,17997
	1,92655

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,89565
	0,19546
	2,09111

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico- Científica
	2,11678
	0,21818
	2,33496

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,13727
	0,32402
	3,46129

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	2,4474
	0,25252
	2,69992

	Educación Media Técnico- Profesional Comercial y Técnica
	2,19518
	0,22634
	2,42152

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico- Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico- Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823



ii. Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:


"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor  artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,43079
	0,24655
	2,67734

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,90192
	0,29481
	3,19673

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,91566
	0,40013
	4,31579

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	3,06363
	0,31177
	3,3754

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,90192
	0,29481
	3,19673



iii) Reemplázase el inciso undécimo, por el siguiente:


"Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,39674 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,14665 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,33267 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 7,08258 U.S.E.".


2) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


"No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 55,32110 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 60,50430 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.".


b) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:


"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 68,49479 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472 U.S.E., en total 74,91951 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.".


3) Sustitúyese el artículo undécimo transitorio, por el siguiente:


"Artículo undécimo transitorio.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de 2004, de Educación, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,47211
	0,15128
	1,62339

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,78262
	0,18363
	1,96625



Artículo 6°.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 19.979, como sigue:


a)En el inciso segundo, agrégase la siguiente letra f):


”f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.".


b) En la letra d) del inciso tercero, agrégase la siguiente frase final:"La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogados en esta instancia.".


Artículo 7°.- Derógase el artículo 36 de la ley Nº 20.079.


Artículo 8°.- Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.159 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase "originados por el ajuste de su dotación docente de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación" por la siguiente "contemplados en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación y en el plan de retiro y las indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación, así como los originados por el término de la relación laboral del personal no docente.".


b) En el inciso tercero sustitúyase la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.


Artículo 9.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000



Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


 En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.


Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.


Artículo 11.- La utilización de los recursos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el artículo 10 de esta ley, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, los alcaldes de aquellas municipalidades que incurran en una aplicación indebida de los fondos percibidos de conformidad a esta ley, incurrirán en la causal de notable abandono de sus deberes conforme a lo establecido en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado  en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”.


b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.


c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235



e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040



ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:


“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de primer año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con primer año de enseñanza media.”.


Artículo 13. Reemplázase la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400”.



Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.


Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464:


“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna.


Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los sostenedores podrán optar por convocar a nuevos concursos a través de los sistemas de selección establecidos en los artículos 31 bis y siguientes y 34 D y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, aun cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales no hayan completado sus períodos de nombramiento. Éstos se mantendrán en sus cargos hasta el nombramiento de los nuevos profesionales, de acuerdo a los sistemas de selección mencionados.


Con posterioridad a los nombramiento referidos en el inciso anterior los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales permanecerán en la dotación docente por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.


Cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de  Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales cumplan el período para el cual habían sido contratados el sostenedor podrá optar entre que continúen en la dotación docente desempeñándose en las mismas funciones mencionadas en el inciso anterior por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, sin derecho a percibir las asignaciones de los artículos  34 G  y 51 del mencionado decreto con fuerza de ley; o ponerle término a su relación laboral en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 de citado decreto con fuerza de ley.


Artículo segundo.- Una vez finalizado el periodo de nombramiento de aquellos Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y directores de establecimientos educacionales que al publicarse esta ley se encontraren ejerciendo sus cargos y cuyos sostenedores no hubiesen adelantado sus concursos de acuerdo a lo prescrito en el artículo primero transitorio de esta ley, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, o ponerles término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.


Artículo tercero.- Los Subdirectores, Inspectores Generales y Jefes Técnicos de establecimientos educacionales que estuvieren en ejercicio al publicarse esta ley podrán mantenerse en su cargos, cuando así lo decida el director.


Cuando el director cambie a alguno de dichos funcionarios de los mencionados cargos, estos permanecerán en la dotación docente de la respectiva municipalidad por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.


Al término del periodo de su nombramiento, el sostenedor podrá optar entre que continúe desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del citado  decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar; o ponerle término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a la indemnización establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.


En el caso que el Jefe Técnico del establecimiento educacional no haya sido nombrado por un plazo fijo, se considerará que faltan tres años para el fin de su nombramiento contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 1º de esta ley regirán a contar del día 1 del tercer mes desde su publicación.


Con todo, lo dispuesto en los artículos 7° bis a), 34 C, 34 G y 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, sólo será aplicable a quienes ingresen a la dotación docente a través de los nuevos mecanismos de selección que contempla esta ley o en virtud de su nombramiento como personal de exclusiva confianza de los directores de establecimientos educacionales.


Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.


Quienes a la fecha de publicación de esta ley perciban asignaciones de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica las mantendrán de acuerdo a la legislación vigente a dicha fecha y por el plazo que les faltare para completar su período de nombramiento.


Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo cuarto transitorio, los directores de establecimientos educacionales que hayan obtenido dentro de los últimos dos años la subvención por desempeño de excelencia, establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.410, tendrán las facultades establecidas en los artículos 7° bis a) y 34 C del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo sexto.- El pago de las indemnizaciones establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1,  de 1997, del Ministerio de Educación, se entenderá postergado hasta el cese definitivo de los servicios en la respectiva dotación docente municipal, en los casos en que concurra alguna causa que otorgue derecho a percibirlo.


Artículo séptimo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.715, los profesionales de la educación que a la fecha de su publicación estén acreditados como profesores de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, mantendrán la asignación de acuerdo a la normativa vigente al momento de su obtención.


Los profesionales mencionados en el inciso anterior podrán postular a la asignación contemplada en el artículo 15 de la ley referida debiendo ajustarse a la normativa vigente.


Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias para reestructurar el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, a que se refiere el artículo 15 de la ley N° 19.715.


Dicho decreto con fuerza de ley deberá considerar para los pagos de la asignación de excelencia pedagógica los resultados que hayan obtenido en el examen de acuerdo a lo establecido en la siguiente tabla:

	TRAMO DE LOGROS
	MONTO MENSUAL JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$150.000

	Segundo
	$100.000

	Tercero
	$50.000



Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior sólo tendrán derecho a las asignaciones mencionadas quienes superen el puntaje mínimo que para cada tramo determine el Ministerio de Educación.


Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.


Artículo noveno.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2012 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.


Los profesionales de la educación que deseen acogerse al beneficio anterior deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del 2012, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y sexto de este artículo.


Esta bonificación tendrá un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación corresponderá al profesional de la educación que renuncie voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia  de esta ley y el 31 de julio de 2012, que tenga once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas.


Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho al ciento por ciento de la bonificación, que se calculará proporcionalmente a las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.


La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio que pudiere corresponder al profesional de la educación, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente a las que se refieren el artículo 73 y 2º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, y con las que se hubieren obtenido por aplicación de lo dispuesto en los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº 19.410, o en la ley Nº 19.504, o en el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.715, o 6º transitorio de la ley Nº 19.933, y en los artículos segundo y tercero transitorios  de la ley Nº 20.158. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento, conforme al Código del Trabajo, cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.


Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia entre el 1 de agosto de 2012 y el 1 de diciembre del mismo año, tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero precedente rebajada en un veinte por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.


Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el  número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.


La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos señalados en el inciso quinto de este artículo.


Esta bonificación será incompatible para quienes tengan la calidad de funcionarios públicos afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo.


El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación que haya renunciado al total de las horas que sirve en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente administrada directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo décimo.- Facúltase a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados  directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que desde el 2 de diciembre de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2013, puedan declarar vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada profesional de la educación que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo anterior, no presentaron su renuncia voluntaria a la dotación docente en los plazos y en la forma señalada en el artículo anterior.


Los profesionales de la educación cuyas horas se declaren vacante tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero del artículo precedente rebajada en un treinta por ciento, la que se calculará en forma proporcional a las horas de contrato que sirvan, con un máximo de 44, y la antigüedad en la respectiva dotación, con un máximo de once años.  Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.


El término de la relación laboral, sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación al que se le  haya declarado vacante el total de las horas en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Esta bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos que señala en el artículo noveno transitorio.


Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente municipal durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo undécimo.- Los profesionales de la educación a quienes se les aplique lo establecido en los artículos noveno y décimo transitorios precedentes, y que se encuentren en la situación descrita en el artículo 41 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, mantendrán su derecho a la prórroga de la relación laboral y al pago de sus remuneraciones por el período que en esta última disposición se señala.


Artículo duodécimo.- El pago de las bonificaciones a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios de la presente ley, será de cargo de los sostenedores del sector municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.


Para los efectos del pago de la diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo al inciso anterior y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de esta ley, el Fisco otorgará a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.


En los casos en que, por presentarse la renuncia en el plazo posterior al 31 de julio de 2012 o bien por haber sido declarada la vacancia de la totalidad de las horas, y en consecuencia el valor de la bonificación correspondiente al docente se reduzca en 20% o 30% de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo noveno transitorio y en el inciso segundo del artículo décimo transitorio, respectivamente; el pago con cargo al sostenedor municipal se reducirá en las mismas proporciones.


Por resolución del Ministerio de Educación se fijará el aporte fiscal extraordinario y anticipos de subvención de todo tipo a que se refiere esta ley.


Artículo decimotercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo decimocuarto.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.


Artículo decimoquinto.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° permanente y octavo transitorio de la presente ley, y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.


Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.".


Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El Subsecretario de Educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  


Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.


Artículo decimonoveno transitorio.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000 millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla: 

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000



Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c)Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 


Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Gómez, Horvath, Letelier y Quintana, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 88ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 19 DE ENERO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, la Presidenta y el Vicepresidente de la Cámara de Diputados, Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señor Iván Moreira, respectivamente.



Además, asisten el Excelentísimo Presidente de la República del Perú, señor Alan García Pérez, acompañado de su comitiva oficial.



Actúa de Secretario General, subrogante, el señor José Luis Alliende Leiva.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Recibimiento al Excelentísimo Presidente de la República del Perú, señor Alan García Pérez



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



Con motivo del homenaje, hacen uso de la palabra el señor Presidente, la señora Presidenta de la Cámara de Diputados y el Excelentísimo Presidente de la República del Perú.


Enseguida, el señor Presidente impone a Su Excelencia el Presidente de la República del Perú la condecoración Medalla de Oro del Senado de la República de Chile.


Finalmente, la señora Presidenta de la Cámara de Diputados lo condecora con la Medalla Bicentenario del Congreso Nacional de Chile.

- - -



Por último, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado
SESIÓN 89ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 19 DE ENERO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones ochenta y cinco y ochenta y seis, ambas ordinarias, de los días 11 y 12 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Catorce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el plazo de calificación, otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por la ley N° 20.405, y concede acceso que indica, para fines particulares que se señala (Boletín N° 7.435-17).



Con los once siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indica a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (Boletín N° 6.946-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios, en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14).



5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 7.240-08).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).



10.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06).



Con el penúltimo, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (Boletín N° 7.386-10).



Con el último, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Boletín N° 7.085-15).



-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 21 del decreto N° 701, de 1974; 26 bis del Código del Trabajo y 8°, inciso primero, en la parte que se indica, de la ley N° 17.322.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Planificación, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido a las ponderaciones de la Ficha de Protección Social en materia de enfoque de pobreza y modelo de cálculo de puntaje, a la vez que informa acciones de apoyo a familias afectadas por el terremoto.



Del señor Ministro de Salud, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, en relación con el sistema de licitación de campos clínicos por parte de las universidades.



-- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga plazo de calificación, otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por ley N° 20.405, y concede acceso que indica, para fines particulares que se señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.435-17).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago, que señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.434-07).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.386-10).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).



Dos de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena por gracia, al señor Eduardo Simon Bernheim (Boletín N° 7.346-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena por gracia, al señor Gerardo Alkemade Dolle (Boletín N° 7.237-07).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de reforma constitucional, relativo al matrimonio heterosexual (Boletín N° 7.458-07).



De los Honorables Senadores señores Espina y Chahuán, señoras Alvear y Pérez San Martín y señor Larraín, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional, en materia de provisión de vacantes de parlamentarios (Boletín N° 7.460-07).



De los Honorables Senadores señores Quintana, Gómez y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de reforma constitucional, sobre requisitos para la provisión de vacancias de un cargo parlamentario (Boletín N° 7.462-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señor Horvath, señora Allende y señores Chahuán, Gómez y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley, relativo a la disposición de las aguas en concesión (Boletín N° 7.459-09).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar medidas respecto del uso de extintores de incendio (Boletín N° S 1.331-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar las recomendaciones de la ONU sobre institucionalidad en materia de derechos humanos (Boletín N° S 1.332-12).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, sobre uso de aguas por los regantes agrícolas y ganaderos (Boletín N° S 1.333-12).



-- Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Orpis, quienes advierten que, con ocasión de la última sesión ordinaria, junto a los Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, presentaron un proyecto de acuerdo referido a la sesión especial a la que concurriera el Ministro de Justicia, sobre política penitenciaria.



Agregan que se acordó que este proyecto fuera votado al término de la sesión de Sala correspondiente a dicha sesión, sin embargo ello no fue posible por existir otros asuntos que ocuparon al Senado.



En razón de lo anterior, solicitan incluir este proyecto de acuerdo sobre Tabla para ser votado y despachado en esta sesión.



Se acuerda tratarlo al inicio de esta sesión.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita recabar el asentimiento de la Sala para que pueda funcionar, en paralelo, la Comisión Bicameral encargada de proponer a las personas que integrarán el Comité de Auditoría Parlamentaria, cuestión para la cual hay un plazo perentorio, incorporando oportunamente el informe respectivo a la Tabla de esta sesión.



Asimismo, pide autorización para que la Comisión de Pesca y Acuicultura sesione en forma paralela a la Sala, para el despacho de asuntos de su competencia.



Así se acuerda.

- - -


Posteriormente, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien pide recabar el acuerdo de la Sala para retirar de la Tabla de esta sesión el proyecto de ley que figura en el tercer lugar de la misma, esto es, el que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05), que se encuentra en segundo trámite constitucional, y respecto del cual el Ejecutivo ha resuelto retirarle la urgencia.


Los Honorables Senadores señores Navarro y Frei, en uso de la palabra, respaldan la petición anterior, agregando que la postergación permitirá introducir enmiendas que tanto mejorarán los beneficios propuestos, cuanto ampliarán la cobertura de los mismos.


Así se acuerda, quedando este asunto para ser tratado en el mes de marzo.

- - -


Por último, el señor Presidente propone a la Sala incluir en la Tabla de esta sesión los siguiente asuntos:


Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (Boletín N° 7.386-10), con urgencia calificada de “suma”.


Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, sobre uso de aguas por los regantes agrícolas y ganaderos (Boletín N° S 1.333-12).


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Orpis, Chahuán, Escalona, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la presentación de un plan de reforma integral al sistema 

penitenciario



El señor Presidente señala que, al tenor del acuerdo adoptado precedentemente, corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General precisa que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los mencionados Senadores, cuyo objeto es solicitar al Ejecutivo que presente un plan de reforma integral al sistema penitenciario, que contemple metas que abarquen la creación de una nueva institucionalidad, separada de Gendarmería de Chile; el fortalecimiento de las alternativas a la prisión; la regulación de la figura de juez de ejecución de penas, y la creación de una nueva infraestructura penitenciaria, y que tiene el Boletín N° S 1.330-12.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, se aprueba por 15 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el sistema penitenciario se encuentra actualmente en crisis y una de las consecuencias claras de ella se encuentra en la tragedia ocurrida en el Centro de Detención Penitenciaria (C.D.P.) de San Miguel, donde fallecieron 81 internos;

2. Que la reforma procesal penal, a diez años de su exitosa implementación en el país, ha implicado enormes beneficios en términos de la eficiencia, transparencia, oralidad e inmediación del sistema –situación que ha sido ampliamente reconocida en el ámbito internacional- pero, dada su eficacia, ha impactado el sistema penitenciario, donde ha aumentado explosivamente la población sujeta a control penal en los últimos años, sin evidenciar mejoras que avancen en paralelo al nuevo sistema de enjuiciamiento criminal;

3. Que dentro de las demandas de la ciudadanía, una de las de mayor relevancia es aquella vinculada con la seguridad, la que debe ser enfrentada no sólo con la implementación de medidas de sanción, sino con mejoras sustantivas en el ámbito de la prevención delictual y, particularmente, en el ámbito de la reinserción social de los infractores de la ley, abogando por la implementación de estrategias que apunten a rehabilitar a aquellas personas que han cometido un delito y así evitar su reincidencia;

4. Que el sistema penitenciario no puede girar en torno a la mera retribución por el acto cometido, sino que debe tener como norte la reinserción social de los sancionados penalmente, sin que la prisión sea la respuesta principal del sistema, abriendo paso a alternativas a las penas privativas de la libertad, que puedan hacer frente de manera profesional, efectiva y resocializadora a la criminalidad;

5. Que existe acuerdo transversal respecto de que el sistema penitenciario requiere de reformas profundas que lo hagan responder de manera más humana, en que se brinde protección a las personas que se encuentran bajo su custodia y que apunten a lograr su reinserción social, y

6. Que el artículo undécimo transitorio de la ley Nº 20.426, sobre modernización de Gendarmería, estableció que corresponderá a los Ministerios de Justicia y de Hacienda, en el ejercicio de sus funciones y dentro del ámbito de sus competencias, formular y presentar al Presidente de la República una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de reinserción social y rehabilitación de las personas sujetas a control penal.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que presente, en el plazo de 60, días un plan de reforma integral al sistema penitenciario que contemple metas a corto, mediano y largo plazo que abarquen, a lo menos, las siguientes materias:


a) Creación de una nueva institucionalidad, separada de Gendarmería de Chile, encargada de desarrollar las labores de reinserción social de la personas sujetas a control penal, ya sea que se encuentren cumpliendo una medida cautelar, una suspensión condicional del procedimiento, una medida alternativa o que se encuentren en la fase de egreso de la condena.


b) Fortalecimiento de las alternativas a la prisión, de manera que ésta opere efectivamente como ultima ratio.


c) Regulación de la figura del juez de ejecución de penas, encargado de su control y de una defensa en materia penitenciaria encargada de velar por sus derechos.


d) Creación de una nueva infraestructura penitenciaria que responda a estándares de derechos humanos.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago, con informes de las Comisiones de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago, que cuenta con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, al que se ha hecho presente urgencia para su despacho calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.434-07.



Agrega que el objetivo de este proyecto es extender por doce meses, hasta el 29 de febrero de 2012, el funcionamiento de dos de los nueve tribunales del trabajo de Santiago que se suprimen por la ley N° 20.022.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó en general y en particular esta iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker(don Patricio), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo el artículo 2°, la aprobó en los mismos términos que la primera Comisión informante. Esta resolución la adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, García y Lagos.



Finalmente, precisa que el artículo 1° tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -



El señor Presidente somete a discusión en general y en particular el proyecto.



Cerrado el debate, y puesto en votación en general y en particular, se aprueba por 30 votos afirmativos, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.022, modificado por el artículo único de la ley N° 20.438:


1. Sustitúyese en el inciso primero, a continuación de la palabra "Valparaíso", la conjunción copulativa "y" por una coma (,) e intercálase entre la expresión "uno de Concepción" y la coma (,) que la sigue, las locuciones "y dos de Santiago". 


2. Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la palabra "Valparaíso", la letra "y" por una coma (,) e intercálanse entre la palabra "Concepción" y la coma (,) que la sigue, "y Santiago".


Artículo 2°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Poder Judicial.".

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga plazo de calificación otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, con informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Derechos Humanos, 

Nacionalidad y Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga plazo de calificación otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, con informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, para el que se ha hecho presente urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.435-17.


Añade que su objetivo es prorrogar por seis meses el plazo para la entrega de calificación de las solicitudes de que dispone la Comisión Asesora y autorizar a ésta para que acceda a los antecedentes, documentos y testimonios recogidos por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, de manera que la Comisión Asesora pueda cumplir su obligación de calificación.



Las Comisiones unidas aprobaron el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Pérez San Martín y señores Escalona, Frei y García -como miembros de ambas Comisiones- y Lagos, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Finaliza haciendo presente que el artículo 2° tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Escalona.



Cerrado el debate, y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento al inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.



Fundamentan su voto afirmativo, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Navarro y Tuma.


No habiéndose formulado indicaciones, se aprueba también en particular, con la misma votación.



Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto despachado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Prorrógase hasta por seis meses, el plazo de calificación establecido en la letra b) del inciso tercero del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, contado desde la fecha de término allí dispuesta.


Artículo 2°.- Autorízase a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, para que sus miembros, y dos de sus profesionales especialmente autorizados por la unanimidad de sus integrantes, tengan acceso a consultar los documentos, testimonios y antecedentes de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, autorización que se otorga con el objeto exclusivo de cumplir su obligación de calificación durante el plazo establecido en la ley N° 20.405 y en este cuerpo legal.


La Comisión Asesora a que se refiere el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, y las personas que ella autorice en virtud del inciso anterior, se encontrarán sujetas a las mismas obligaciones, prohibiciones y sanciones establecidas en el artículo 15 de la ley N° 19.992.


La consulta de dichos documentos, antecedentes y testimonios se realizará, exclusivamente por quienes indica el inciso primero de este artículo, en el lugar donde la documentación se encontrare materialmente, quedando prohibido su retiro, así como su reproducción a través de cualquier medio.


Artículo 3°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto aprobado del año 2011 para la Presidencia de la República y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

_______________

Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.946-07. 


Agrega que los principales objetivos de esta reforma constitucional son los siguientes:



- Adelantar la fecha de celebración de la primera votación para elegir Presidente de la República. 



- Ajustar a esa nueva fecha las oportunidades en que deberá realizarse la segunda vuelta; las elecciones presidenciales en casos especiales, como el de subrogancia y el de vacancia del cargo, y otras vinculadas a esos procesos eleccionarios.



- Adelantar al día 1º de marzo la fecha de asunción del Presidente de la República y de los parlamentarios. 



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa solamente en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín.



Finalmente, destaca que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, el artículo primero de esta iniciativa debe aprobarse con el voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo IV de la Constitución, salvo el número 7 del artículo primero, que debe serlo por los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, por cuanto se refiere al Capítulo XV de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien explica los alcances de la iniciativa.


Ofrecida la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate, y puesto en votación en general este proyecto, con excepción del número 7 del artículo primero, se aprueba por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, cumpliéndose de esta forma con el quórum constitucional exigido.



Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Coloma, Escalona, Espina, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma.



Enseguida, el señor Presidente somete a votación el número 7 del artículo primero, que es aprobado por la misma votación, cumpliéndose así con el quórum constitucional exigido.



Queda aprobado en general el proyecto.

- - -



El señor Presidente propone fijar como plazo para formular indicaciones el lunes 14 de marzo del año en curso, a las 13 horas, lo que así se acuerda.

- - -



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONTITUCIONAL



“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República de Chile:



1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "los últimos noventa días" por los términos "los últimos ciento veinte días".



2. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:



i) Reemplázanse en el inciso primero las oraciones "noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.", por los términos: "el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.".



ii) Sustitúyense en el inciso segundo las oraciones "el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.", por las expresiones "el quinto domingo después de efectuada la primera.". 



iii) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión  "treinta días" por los términos "diez días" y sustitúyese la oración "La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.", por las siguientes: "La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:



"Artículo 27.- El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.".



4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones "expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.", por las siguientes: "convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



5. Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 29 las expresiones "el sexagésimo día" por los términos "ciento veinte días".



6. Reemplázanse en el número 6) del artículo 53 las expresiones "noventa días" por los términos "ciento veinte días".



7. Sustitúyense en el inciso primero del artículo 129 la frase "la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.", por la que sigue: "la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



Artículo segundo.- Agrégase la siguiente disposición transitoria: 



"Vigésima sexta.- El Presidente de la República y los diputados que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2018.



Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2022. Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2018 finalizarán su período el 1 de marzo de 2026.



Los períodos señalados en los incisos anteriores se entenderán completos para todos los efectos constitucionales y legales.".".

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, calificado con urgencia “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.187-04.



Añade que la iniciativa tiene como objetivo principal aumentar la subvención escolar preferencial y perfeccionar algunos mecanismos relativos a su implementación.



Concluye indicando que la Comisión discutió esta iniciativa solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio).

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio) y Escalona.



Cerrado el debate, y puesto en votación en general, se aprueba por 20 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -



El señor Presidente propone fijar como plazo para formular indicaciones el lunes 14 de marzo del año en curso, a las 13 horas, lo que así se acuerda.

- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:

1. Reemplázase, en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza," por la siguiente: "37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, en adelante Ley General de Educación,".

2. Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:

a) Reemplázase el encabezamiento del inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo:

"Artículo 8°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo. Éste deberá incluir diferentes acciones, priorizando aquéllas donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora. 

Las acciones a que hace referencia el inciso anterior son las siguientes:".

b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión "tales como", la que sigue: "preparación y capacitación de equipos directivos;".

c) Reemplázase el número 4 del inciso segundo, por el siguiente:

"4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; diseño e implementación de sistemas de evaluación de los docentes de los establecimientos educacionales particulares subvencionados y sistemas de evaluación complementarios en establecimientos municipales o administrados por corporaciones municipales; incentivo al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, los que deberán estar referidos a las metas y resultados estipulados en el Plan de Mejoramiento Educativo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, o en base a los mecanismos propios que establezcan los establecimientos particulares subvencionados, los que deberán estar basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.".

d) Agrégase el inciso tercero, pasando el actual segundo a ser sexto:

"Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios  que laboren en el respectivo establecimiento educacional.".

e) Agrégase el siguiente inciso cuarto:

"Para estos efectos, el sostenedor no podrá destinar más del 50% de los recursos recibidos por la presente ley, sin perjuicio de que en el Plan de Mejoramiento Educativo se autorice fundadamente un porcentaje mayor.".

f) Agrégase el siguiente inciso quinto:

"En todo caso, no podrán ser contratadas para las acciones referidas en el numeral 4 del inciso segundo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad inclusive, respecto de los administradores y representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor.".

g) Reemplázase, en el inciso final, la forma verbal "entregará", las dos veces que aparece, por "propondrá".

3. Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Sustitúyese, en la letra a) la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962,"  por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".

ii. Sustitúyese, en las letras b) y c) la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N°1, de 2006," por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza." por la siguiente expresión: "37 de la Ley General de Educación.".

4. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Elimínase la expresión: "de 4º y 8º básico, según corresponda,".

ii. Sustitúyese la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación" por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación".

b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto final, la siguiente frase:

"Con todo, los municipios podrán voluntariamente suscribir dicho plan o implementar otro diferente.".

5. Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


"En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2° y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



6. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la frase: "aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación. "por la siguiente: "a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.".


7. Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "refiere la letra B" por "refieren las letras B y D".


b) Agrégase, en el inciso segundo, entre las locuciones "para contratar" y "servicios de apoyo", la expresión ", entre otros,".


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "la letra B" por "las letras B y D".


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, los siguientes guarismos:


i) "0,7 USE" por "0,80 USE"


ii) "0,465 USE" por "0,53 USE”


iii) "0,235 USE" por "0,27 USE"


e) Agrégase un inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto, y así sucesivamente:


"Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14, este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.".


8. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 23, la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006," por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".


9. Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:


"Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas "en recuperación", en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22, previo informe de la unidad pertinente.".


10. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero, por el siguiente:


"2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación". Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación" abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.".


b) Reemplázase, en el inciso segundo del número 3, la frase "el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa" por la siguiente: "el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación".".


c) Agrégase, en el número 3 del inciso primero, la siguiente letra d):


"d) Declarar vacante el cargo de director, pagándosele la indemnización correspondiente de acuerdo a la ley, debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.".


d) Agrégase el siguiente inciso final:


"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere el número 3 de este artículo.".


11. Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14," por la siguiente: "aplicaran las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14, según corresponda,".


b) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".


12. Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Agrégase, después de la expresión "centro educativo", reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase: "y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.".


b) Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.): "Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.".


13. Elimínase la letra h) del inciso segundo del artículo 29.


14. Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:


a) Agrégase, al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase: "todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.".


b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión "honorarios" por "costos".


15. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 32, la frase a continuación de la expresión "antes referido," por la siguiente: "de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como "emergentes" o "en recuperación".".


16. Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


17. Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


18. Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:


"Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.".

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público, con informe de la 

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al tratamiento del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público, que cuenta con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 3.800-15.



Añade que los principales objetivos de la iniciativa son:



1°) Establecer que los buses de transporte interurbano público de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante deberán estar equipados en todos sus asientos con cinturón de seguridad. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos con año de fabricación 2012 o posterior.



2°) Disponer que las mismas obligaciones contempladas para los vehículos de transporte escolar -esto es, contar con cinturón de seguridad para todos sus pasajeros y uso obligatorio de él respecto de la generalidad de los vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante- regirá para los minibuses.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables  Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Novoa.



Destaca que, en cuanto a la discusión en particular, el referido órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas en forma unánime por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa.

- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate, y sometida a votación en general, es aprobada por 22 votos a favor y 2 pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier, Prokurica y Zaldívar.



El señor Presidente propone fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta el 14 de marzo del año en curso, a las 13 horas, lo que así se acuerda.

- - -



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse, en el artículo 75, los siguientes incisos finales:


“Las mismas obligaciones establecidas en el inciso anterior regirán para los minibuses cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante.


Los buses que presten servicios de transporte interurbano público o privado de pasajeros, deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. Esta obligación será exigible a los buses que presten servicios de transporte público interurbano de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que  se expone el pasajero.


b) Modifícase el artículo 200 en los siguientes términos:


i) Reemplázase, en el número 39, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


ii) Intercálase el siguiente N° 40 nuevo, pasando el actual a ser N° 41:


“40.- Infringir lo dispuesto en el inciso final del artículo 75, y”.”.

_______________

Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo a la designación de los integrantes del Comité de 

Auditoría Parlamentaria



El señor Presidente anuncia que, en cumplimiento de un acuerdo de la Sala, corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de proceder a la consideración y votación del Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria. Al efecto, la Comisión propone designar a los señores Eduardo Enrique Pérez Contreras, en el cargo de abogado, y Bernardo Patricio Mateluna Pacheco, en el de especialista en materias de auditoría.


En discusión este Acuerdo, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien explica los alcances del mismo y efectúa una breve relación acerca de las personas que la Comisión propone como miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Sometido a votación, se aprueba el Acuerdo de la Comisión Bicameral por 23 votos favorables, dejándose constancia de haberse cumplido el quórum exigido en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -



Finalizada la votación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien destaca que la Comisión Bicameral tiene la facultad de nombrar al coordinador de los tres miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria. Al efecto, resolvió que sea el abogado quien dé inicio a este proceso en ese carácter.



Además, precisa que respecto del tercer cargo, esto es, el de contador auditor, la Comisión solicita a la Sala autorización para proponer el nombre de la persona que deba ocuparlo hasta la primera semana de marzo.



La Sala acuerda establecer como plazo al efecto, hasta el día 14 de marzo.



Queda concluido el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrita en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959, y sus Protocolos Adicionales, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde el tratamiento del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrita en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959, y sus Protocolos Adicionales, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín N° 6.786-10.


Precisa que el objetivo principal del Convenio es disponer que los Estados Partes se proporcionen la más amplia asistencia mutua en los procedimientos relativos a materias penales cuya represión en el momento de pedir la asistencia sea de competencia de las autoridades judiciales del país requirente.


Por último, explica que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación, es aprobado por 22 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo único.- Apruébanse la "Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrita en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959, el "Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrito en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978, y el "Segundo Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrito en Estrasburgo el 8 de noviembre de 2001.".

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente expresa que corresponde el tratamiento del asunto de la referencia.



El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, que cuenta con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, para cuyo despacho se ha hecho presente urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.386-10.



Añade que el objetivo principal de la iniciativa es promover el mejoramiento continuo de la seguridad y la salud -con el fin de prevenir lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo- mediante el desarrollo de una política, una sistema y un programa nacional en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores.



Precisa que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo  en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y en particular la iniciativa, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Cerrado el debate, y puesto en votación en general y en particular, es aprobado por 19 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 15 de junio de 2006.”.

_______________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, sobre uso de aguas por los regantes agrícolas y 

ganaderos



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, sobre uso de aguas por los regantes agrícolas y ganaderos, que tiene el Boletín N° S 1.333-12.



Precisa que mediante esta iniciativa el Senado acuerda pedir a Su Excelencia el Presidente de la República que interceda para buscar un entendimiento entra las partes -empresas sanitarias, Superintendencia de Servicios Sanitarios y regantes agrícolas y ganaderos que utilizan aguas servidas o tratadas-, sin afectar un derecho de uso y patrimonial de los regantes, evitando un engorroso proceso judicial, en el cual se podría concurrir al Tribunal Constitucional y otras instancias, que permita en tiempo breve llegar a acuerdo y salvaguardar el derecho de miles de agricultores.



Sometido a votación, se aprueba el proyecto de acuerdo por 18 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pizarro.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto de proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que es un hecho conocido que el agua -recurso cada vez más escaso- adquiere más valor, que es necesario protegerla y distribuirla en forma justa y eficiente, de manera de respetar las prioridades en su uso y los derechos históricos sobre ella;

2. Que en esta materia se ha generado la contraposición de intereses entre algunas empresas sanitarias con regantes agrícolas y ganaderos. Esta situación se está empezando a dar particularmente con el uso de las aguas servidas, cuyo uso y derecho históricamente han ocupado los regantes en los distintos valles del país;

3. Que se está dando el caso de que las empresas sanitarias que tratan el agua, pudiéndola devolver nuevamente al punto de río o cuenca correspondiente, están vendiendo el agua tratada a empresas mineras que están disponibles para adquirirla, dada su situación económica con capacidad de pagar un valor atractivo. Sin embargo, por uso y derecho histórico consuetudinario, e incluso previo a que se instalaran las sanitarias, el agua se ha usado en riego y debe seguir utilizándose en ello, sin afectar significativamente una actividad que genera trabajo, frena el proceso de desertificación y cumple un importantísimo rol social y productivo;

4. Que las empresas sanitarias se estarían negando incluso a lograr arreglos entre la Superintendencia de Servicios Sanitarios y los regantes, y

5. Lo expresado sobre la materia por el director de INDAP, don Ricardo Ariztía.



El Senado acuerda:



Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que interceda para lograr un acuerdo entre las empresas sanitarias, la Superintendencia de Servicios Sanitarios y los regantes agrícolas y ganaderos que utilizan aguas servidas o tratadas, para evitar un engorroso proceso judicial y lograr salvaguardar el derecho de miles de agricultores.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath, Larraín, Navarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo de los Comités Partido por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro, respectivamente, quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano; Partido Renovación Nacional; Partido Unión Demócrata Independiente, y Partido Socialista.

_______________



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTO

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO, CON EL OBJETO DE FACULTAR A LAS MATRONAS PARA RECETAR ANTICONCEPTIVOS

(7245-11)


Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 117 del Código Sanitario:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre las expresiones "planificación familiar" y la conjunción "y", la expresión ", la salud sexual".


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "aquellas curaciones" por "aquellos procedimientos".


c) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


"Podrán indicar, usar y prescribir sólo aquellos medicamentos que el reglamento clasifique como necesarios para la atención de partos normales y, en relación con la planificación familiar y la regulación de la fertilidad, prescribir métodos anticonceptivos, tanto hormonales -incluyendo anticonceptivos de emergencia- como no hormonales, y desarrollar procedimientos anticonceptivos que no impliquen uso de técnicas quirúrgicas, todo ello en conformidad a la ley N° 20.418.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):Alejandra Sepúlveda Orbenes,Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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